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1. INTRODUCCIÓN.

1.1.  ENTIDAD  VAERSA  –  ESPECIAL  REFERENCIA  AL  MECANISMO  PARA  LA
RECUPERACIÓN Y RESILIENCIA (MRR).

La entidad VALENCIANA D´ESTRATÈGIES I RECURSOS PER A LA SOSTENIBILITAT, S.A.
(en  lo  sucesivo,  VAERSA),  se  configura  como  una  empresa  integrada  en  el  sector  público
empresarial y fundacional de la Generalitat, con la naturaleza jurídica de sociedad mercantil de las
previstas en la Disposición Adicional Séptima, en relación con el artículo 2.3.b) de la Ley 1/2015,
de 6 de febrero,  de la Generalitat, de Hacienda Pública,  del  Sector Público Instrumental y de
Subvenciones, participada en su accionariado por la Generalitat Valenciana y por los Consorcios
para la ejecución de las previsiones de los Planes Zonales de Residuos 6, 8 y 11 (CONSORCIO
A1, CONSORCIO A3 y CONSORCIO A6, respectivamente).

La  sociedad  VAERSA  queda  adscrita  a  la  Consellería  de  Medio  Ambiente,  Agua,
Infraestructuras y Territorio a través de la Secfretaría Autonómica de Medio Ambiente y Territorio
en  virtud  de  lo  dispuesto  en  la  Disposición  Adicional  Única  del  Decreto  147/2023,  de  5  de
septiembre, del Consell, de aprobación del reglamento orgánico y funcional de la Consellería de
Medio Ambiente, Agua, Infraestructras y Territorio.

 El  régimen jurídico  de  la  sociedad  VAERSA viene  establecido  en  el  artículo  4  de  la  Ley
12/2010, de 21 de julio,  de la Generalitat,  de Medidas  Urgentes para Agilizar  el  Ejercicio de
Actividades Productivas y la Creación de Empleo, en su nueva redacción dada por el artículo 103
de la  Ley de 9/2019, de 23 de diciembre, de la Generalitat,  de Medidas Fiscales,  de gestión
Administrativa  y  Financiera  y  de  Organización  de  la  Generalitat,  así  como  en  los  Estatutos
Sociales de la entidad.

El artículo 4.2 de la referida Ley12/2010, en su redacción dada por el artículo 103 de la Ley
9/2019, se pronuncia, en relación con la condición de medio propio personificado de la empresa
pública VAERSA y su relación con los poderes adjudicadores de los que depende, pudiendo ser
utilizada por éstos como ejercicio de opción organizativa para ejercer sus propias competencias
mediante gestión directa, o para la ejecucón de encargos de gestión a medio propio personificado
en los términos establecidos en el artículo 32 de la Ley 9/2017, de 8 de nobriembre, de contratos
del Sector Público.

Por otro lado, y en el contexto de la crisis de la COVID-19, la Comisión Europea ha reforzado el
marco  actual  de  ayuda  a  los  Estados  miembros  proporcionando  ayudas  financieras  directas
mediante el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia (en lo sucesivo, “MRR”) con el objetivo de
proporcionar una ayuda financiera específica, significativa y eficaz para intensificar las reformas
sostenibles y las inversiones públicas conexas en los Estados miembros.

Bajo este paraguas, los estados miembros han elaborado para ello, los planes de recuperación
y resiliencia,  -  en el  caso de España, el  Plan de Recuperación,  Transformación y Resiliencia
(PRTR) -, como parte de sus programas nacionales de reforma (PNR).
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Con todo este contexto, y de acuerdo con la naturaleza jurídica de VAERSA, ésta en el marco
del MRR tiene una “doble condición”, de acuerdo con lo establecido por el Ministerio de Hacienda
y Función Pública en la Resolución 1/2022, de 12 de abril, de la Secretaria General de Fondos
Europeos,  por  la  que  se  establecen  instrucciones  a  fin  de  clarificar  la  condición  de  entidad
ejecutora, la designación de órganos responsables de medidas y órganos gestores de proyectos y
subproyectos, en el marco del sistema de gestión del Plan de Recuperación, Transformación y
Resiliencia.

Por un lado, y de acuerdo con lo regulado en el apartado Cuarto de la Instrucción referida,
VAERSA desarrolla  actuaciones  en  colaboración  con  entidades  ejecutoras  del  PRTR,  en  su
condición de “entidad instrumental que ejecuta actuaciones”.

Y por otro, como “ejecutora del PRTR”, en aquellos proyectos o subproyectos en los que sea
la  encargada  de  su  ejecución;  todo  ello  de  conformidad  con  lo  establecido  en  la  Orden
HFP/1030/2021,  de  29  de  septiembre,  por  la  que  se  configura  el  sistema  del  Plan  de
Recuperación, Transformación y Resiliencia.

En este contexto, el artículo 6 de la Orden HFP/1030/2021, establece los requisitos exigidos
destinados a reforzar los mecanismos para la prevención, detección, corrección y persecución del
fraude, la corrupción y los conflictos de intereses, regulando al efecto que “toda entidad, decisoria
o ejecutora, que participe en la ejecución de las medidas del PRTR, deberá disponer de un Plan
de  medidas  antifraude que le  permita  garantizar  y  declarar  que,  en  su respectivo  ámbito  de
actuación,  los  fondos  correspondientes  se  han  utilizado  de  conformidad  con  las  normas
aplicables, en particular, en lo que se refiere a la prevención, detección y corrección del fraude, la
corrupción y los conflictos de intereses.”

En el  ámbito de elaboración del  Plan de Medidas Antifraude (en adelante,  PMA),  la Orden
HFP/1030/2021 también recoge, en su Anexo II.B.5, un cuestionario de autoevaluación y riesgos,
que junto con el Anexo III.C relativo a “Referencia medidas de prevención, detección y corrección
del fraude, corrupción y conflicto de intereses” y junto con la MATRIZ PMA PRTR del Servicio
Nacional de Coordinación Antifraude (SNCA), ha sido todo ello tenido en cuenta y empleado como
base para la autoevaluación de riegos de VAERSA.

Cabe tener en cuenta, en materia de fondos europeos, que la Orden HFP/55/2023, de 24 de
enero, relativa al análisis sistemático del riesgo de conflicto de interés en los procedimientos que
ejecutan el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, ha venido a reforzar la protección
de  los  intereses  financieros  de  la  Unión,  implantando  las  medidas  oportunas  para  prevenir,
detectar y corregir el conflicto de interés.

A su vez, la  Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora de la protección de las personas que
informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción, dispone la obligatoriedad
de contar  con un  Sistema Interno de Información,  con  el  que  ya  cuenta  VAERSA y  que fue
aprobado por su Consejo de Administración en sesión celebrada el día 16 de abril de 2024 (SII-
VAERSA).

De todo ello,  y aunque la normativa española vigente en la actualidad ya configura un marco
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regulatorio  que  asegura  un  punto  de  partida  sólido  en  materia  de  prevención,  detección  y
corrección del conflicto de intereses, el fraude, la corrupción y la doble financiación, es preciso
adaptar los mecanismos ya existentes mediante una serie de medidas diseñadas a partir de un
planteamiento proactivo, sistematizado y específico para gestionar el riesgo, de manera que se
cumpla  con  las  exigencias  comunitarias,  expresamente  recogidas  con  carácter  general  en  el
artículo 61 y 129 del Reglamento Financiero 2018/1046 del Parlamento Europeo y del Consejo, de
18 de julio de 2018, sobre las normas financieras aplicables al presupuesto general de la Unión y,
específicamente, en el ámbito del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, en el artículo 22 del
Reglamento del  MRR, teniendo  presente  que cada entidad  que asume la  responsabilidad de
gestión debe elegir  las medidas de prevención y detección que cumplan los requisitos que la
vigente  normativa  exige,  atendiendo  a  sus  características  específicas  y  siempre  teniendo  en
cuenta la necesidad de asegurar una conveniente protección de los intereses de la Unión.

Con este objeto, la entidad VAERSA aprueba el presente Plan de Medidas Antifraude (PMA) en
cumplimiento de los requisitos regulados en el artículo 6 de la mencionada Orden HFP/1030/2021,
así como en base a las especificaciones que se exponen en la Orden HFP/55/2003 y de la Ley
2/2023.

El presente PMA junto con su correspondiente documentación se hará público en la página web
de VAERSA (VAERSA Oberta) https://oberta.vaersa.com/cas/.

1.2. PARTICIPACIÓN  DE VAERSA EN EL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN
Y RESILIENCIA (PRTR).

I. De acuerdo con lo referido en el aparado anterior, y en calidad de “entidad instrumental que
ejecuta actuaciones”, VAERSA se encuentra ejecutando en fecha de la redacción del presente
PMA, los encargo que se relacionan a continuación, y que son procedentes del MRR.

_ ENCARGO 1  : Acciones para la conservación de especies amenazadas,  control de jabalís y
erradicación  de  arruís  en  los  espacios  naturales  protegidos:  Marjal  de  Pego-Oliva,  Prat  de
Cabañes-  Torreblanca,  Desert  de  les  Palmes,  Font  Roja  Y  Serra  de  Mariola.  (C04I02.MIT).
CENCGE/2022/07G06/1

• Órgano del que se recibe el encargo: DIRECCIÓN GENERAL DE MEDIO NATURAL Y DE
EVALUACIÓN  AMBIENTAL,  de  la  CONSELLERIA  D'AGRICULTURA,
DESENVOLUPAMENT RURAL, EMERGÈNCIA CLIMÀTICA I TRANSICIÓ ECOLÒGICA.

• Datos del proyecto:
Componente 4: Conservación y restauración de ecosistemas y su biodiversidad.
Inversión C4.I2 Conservación de la biodiversidad terrestre y marina.
Proyecto P02 / Subproyecto S016
Código completo: C04I02.MITERD.P02.S016.

• Inversión (objeto): Especies amenazadas.
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•      Importe asignado (procedente de los MRR): 904.367,17 €

• Recursos  puestos  a  disposición  para  su  ejecución:  Personal  contratado  o  puesto  a
disposición:

Categoría profesional Clasificación
Nº

personas
Tipo contrato

TECNICO/A SUPERIOR
EXPERTO/A CAZA Y

PESCA
A20E21 1

EVENTUAL CONTRATO -OBRA O
SERVICIO

VETERINARIO/A A20E04 1
EVENTUAL CONTRATO -OBRA O

SERVICIO

GUIA-CELADOR CAZA D12E08 6
EVENTUAL CONTRATO -OBRA O

SERVICIO

INGENIERO/A DE
MONTES

A20E04 1
EVENTUAL CONTRATO

-CIRCUNSTANCIAS PRODUCCION -
ACUMULACION TAREAS

_ENCARGO  2:  Actuaciones  de  conservación  “ex  situ”  de  flora  valenciana
(C04102.MITERD.P02.5016)

• Órgano del  que se recibe el  encargo:  DIRECCIÓN GENERAL DE MEDIO NATURAL Y
EVALUACIÓN  AMBIENTAL,  de  la  anterior  CONSELLERIA  DE  AGRICULTURA,
DESARROLLO RURAL, EMERGENCIA CLIMÁTICA Y TRANSICIÓN ECOLÓGICA.

• Datos del proyecto:
Programa 442.99,
Objetivo 4.1. (producción de flora terrestre y acuática para restauración de hábitats), Línea de
actuación 4.1.1. (producción de flora terrestre y acuática para restauración de hábitats de interés
comunitario  en la  Red Natura 2000  en la  Comunidad Valenciana)  de los  fondos del  Plan de
Recuperación, Transformación y Resiliencia para la Comunitat Valenciana.

• Presupuesto de ejecución: 649.815,43 €

• Personal puesto a disposición del encargo:
-1 capataz y 2 peones especialistas en el Centro para la Investigación y 

Experimentación Forestal (CIEF), en Quart de Poblet.

-1 capataz y 2 peones especialistas en el Centro de Conservación de Especies 
Dulceacuícolas de la Comunitat Valenciana (CCEDCV), en El Palmar.

_ ENCARGO 3: Trabajos de apoyo, asistencia técnica y soporte a la gestión de solicitudes de pago
por la Dirección General de Transición Ecológica, respecto de las ayudas concedidas al Programa
de incentivos 4, realización de instalaciones de autoconsumo con fuentes de energía renovable,
en  el  sector  residencial,  las  Administraciones  Públicas,  y  el  tercer  sector  con  o  sin
almacenamiento, en el marco del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, financiado
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por la Unión Ejuropea, Next Generationeu” (Expte CENCGE/2023/07G09/24)

• Órgano  del  que  se  recibe  el  encargo:  DIRECCIÓN  GENERAL  DE  TRANSICIÓN
ECOLÓGICA  de la anterior CONSELLERIA DE AGRICULTURA, DESARROLLO RURAL,
EMERGENCIA CLIMÁTICA Y TRANSICIÓN ECOLÓGICA

• Datos  del  proyecto:  actuación  C07.I01.P01.S13.PROVISIONAL.04,  que  pertenece  al
subproyecto C07.I01.P01.S13 - IMPULSO A LAS ENERGÍAS RENOVABLES COMUNITAT
VALENCIANA.

Y  actuación  C08.I01.P02.S11.PROVISIONAL.04,  que  pertenece  al  subproyecto  
C08.I01.P02.S11 -  Impulso del  almacenamiento innovador  detrás del  contador  e integrado  
sectorialmente Comunitat Valenciana.

Subproyecto: C08.I01.P02.S10: COMPONENTE 8 (Infraestructuras eléctricas, promoción de
redes inteligentes y despliegue de la flexibilidad y el almacenamiento)   INVERSIÓN 1 (Despliegue
del almacenamiento energético)

Subproyecto:  C7.I1.P1.S10:  COMPONENTE  7  (Despliegue  e  integración  de  energías
renovables) INVERSIÓN 1 (Desarrollo de energías renovables innovadoras, integradas  en  la
edificación y en procesos productives)  

• Importe asignado (procedente de los MRR): 499.823,22 €.

Categoría profesional Titulación
Nº

personas
Tipo contrato

Coordinador apoyo 
técnico

Grado en Derecho 1
EVENTUAL CONTRATO -OBRA O 
SERVICIO

Técnico superior
Ingenieria 
agroalimentaria

2
EVENTUAL CONTRATO -OBRA O 
SERVICIO

Técnico superior Licenciatura economía 1
EVENTUAL CONTRATO -OBRA O 
SERVICIO

Técnico superior
Grado en ciencias 
ambientales

1
EVENTUAL CONTRATO -OBRA O 
SERVICIO

Técnico superior Licenciatura en Derecho 1
EVENTUAL CONTRATO -OBRA O 
SERVICIO

Aux. Administrativa
FP. Nivel 2. 
Administración

1
EVENTUAL CONTRATO -OBRA O 
SERVICIO

II. Por otro lado, en su condición de “ejecutora de MRR”, VAERSA tiene previsto la realización
del siguiente proyecto.

_  PROYECTO  1:  Línea  de  tratamiento  mecánico  de  residuos  urbano.  Planta  de  Villena  de
VAERSA.

La Planta  de Compostaje de  Residuos  Urbanos de Villena gestionada  por  Vaersa,  es  una
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infraestructura designada en el apartado 2.1.2 del Plan Zonal de la Zona XIII (hoy Plan Zonal 8 AG
A3) aprobado por Orden 2 de diciembre de 2004 del Conseller de Territorio y Vivienda (DOGV n.º
4907, del 12/2/2004, como las receptoras de los residuos urbanos generados en los municipios
pertenecientes al Área de Influencia del Plan Zonal 8.

En el punto 3.1 apartado 2 de la citada Orden se especifica que la Planta de Villena debe estar
incluida en el Proyecto de Gestión del Consorcio del Plan Zonal 8 AG A3, proyecto redactado y
adjudicado para su ejecución a VAERSA.

• Previsto importe a asignar de los MRR: 90% del importe elegible =7.032.748,51€ (90% s/
7.814.165,01 €)

1.3. MARCO NORMATIVO QUE RESULTA DE APLICACIÓN.

De acuerdo con el punto anterior, en relación a la naturaleza jurídica de la entidad VAERSA, y
en  base  a  los  instrumentos  que  con  los  que  opera  para  el  desarrollo  de  las  actuaciones
encomendadas a VAERSA, estaría sujeta al siguiente marco normativo.

➢ En materia LABORAL.

Con respecto a la contratación de personal para la puesta a disposición en la ejecución de los
encargos que realicen a VAERSA y que cuenten con financiación MRR, a continuación se informa
del procedimiento de contratación y de la normativa que en su caso le resulta de aplicación.

1.- Convenio colectivo de aplicación:

VAERSA está  adherida al  II  Convenio  Colectivo  para el  Personal  Laboral  al  Servicio  de la
Administración de la Generalitat Valenciana (DOGV núm. 5.542 de 26 de junio de 2007), con
efectos del 1 de enero de 2008.

2.- Normativa legal y reglamentaria de aplicación:

 VI  Acuerdo  de  la  Comisión  del  Diálogo  Social  del  Sector  Público  Instrumental  de  la
Generalitat relativo a criterios generales de aplicación a las ofertas de empleo público y sus
convocatorias, a las bolsas de empleo temporal, así como a los procesos de estabilización
derivados de la Ley 20/2021, de 28 de diciembre, de medidas urgentes para la reducción
de la temporalidad en el empleo público, en el sector público instrumental (DOGV núm.
9329 de 02/05/2022).

 II  Convenio  Colectivo  para el  Personal  Laboral  al  Servicio  de  la  Administración  de  la
Generalitat Valenciana (DOGV núm. 5.542 de 26 de junio de 2007), con efectos del 1 de
enero de 2008.

 Real  Decreto-ley  32/2021,  de  28  de  diciembre,  de  medidas  urgentes  para  la  reforma
laboral.
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 Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido
de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.

3.- Regulación contratación en VAERSA:

VAERSA, en su condición de sociedad mercantil  de capital  público,  no puede proceder de
forma automática a que el personal sea contratado de forma inicial con la condición de trabajador
fijo por los siguientes motivos:

 Las leyes de presupuestos anuales de la Generalitat vienen estableciendo límites en la
adquisición de la condición de personal indefinido en base a tasas de reposición y que
han  de  estar  siempre  autorizadas  previamente  por  la  Conselleria  competente  en
materia de Hacienda. Dichas tasas de reposición se refieren de forma exclusiva al
personal incluido en la RPT de la empresa y no al personal adscrito a la ejecución de
encomiendas de gestión.

 En este sentido, durante el ejercicio 2018 se publicaron 2 acuerdos de la Comisión del
Diálogo Social del Sector Público Instrumental de la Generalitat, a saber:

o Resolución  de  15  de  mayo  de  2018,  del  Conseller  de  Hacienda  y  Modelo
Económico, por la que se dictan instrucciones y se dispone la publicación del II
Acuerdo de la Comisión del Diálogo Social del Sector Público Instrumental de la
Generalitat en materia de criterios generales de aplicación a las ofertas de empleo
público  y  sus convocatorias  en el  sector  público instrumental  de  la  Generalitat
(DOGV núm. 8304 de 28/05/2018). Este procedimiento se utiliza para las ofertas
de empleo público de empleo indefinido aprobadas por la Conselleria de Hacienda
y  Modelo  Económico  según  la  tasa  de  reposición  que  figure  en  la  ley  de
presupuestos anual y para puestos de trabajo incluidos en la RPT de la empresa
aprobada a su vez por la Conselleria de Hacienda y Modelo Económico.

o Resolución  de  31  de  julio  de  2018,  del  Conseller  de  Hacienda  y  Modelo
Económico, por el que se dictan instrucciones y se dispone la publicación del III
Acuerdo de la Comisión del Diálogo Social del Sector Público Instrumental de la
Generalitat  relativo  a  criterios  generales  de  aplicación  a  la  constitución  y
funcionamiento de las bolsas de empleo temporal en el sector público instrumental
de la Generalitat (DOGV núm. 8364 de 20-08-2018). Este procedimiento estaría
destinado en principio a todos aquellos puestos de trabajo no incluidos en la RPT
de la empresa y que corresponden a la ejecución de encomiendas de gestión.

Más recientemente, concretamente en fecha 2 de mayo de 2022, se ha publicado en el DOGV
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el VI Acuerdo de la Comisión del Diálogo Social del Sector Público Instrumental que regula las
convocatorias de ofertas de empleo público  y bolsas de trabajo de contratación temporal,  así
como los  procesos  de  estabilización  de personal,  dejando  sin  efectos  los  acuerdos  referidos
anteriormente en todo aquello que no se hubiera incorporado al VI Acuerdo y que, si bien actualiza
la  regulación  anterior  para  adaptarse  a  la  evolución  de  la  normativa  legal  vigente,   sigue
fundamentándose en los mismos principios que inspiraron los anteriores acuerdos:

 Resolución de 27 de abril de 2022, del conseller de Hacienda y Modelo Económico,
por la que se dictan instrucciones y se dispone la publicación del VI Acuerdo de la
Comisión del Diálogo Social del Sector Público Instrumental de la Generalitat relativo a
criterios generales de aplicación a las ofertas de empleo público y sus convocatorias, a
las bolsas de empleo temporal, así como a los procesos de estabilización derivados de
la Ley 20/2021, de 28 de diciembre,  de medidas urgentes para la reducción de la
temporalidad en el  empleo  público,  en el  sector  público  instrumental  (DOGV núm.
9329 de 02/05/2022).

Consecuentemente, se produce una colisión de normas legales de aplicación a la empresa. Por
un lado,  el Estatuto de los Trabajadores obliga a que la trabajadora adquiera la condición de
personal indefinido cuando se produzcan una serie de condiciones. Por otro lado, se encuentran
las limitaciones de las normas presupuestarias y procedimientos administrativos ya enunciados
anteriormente  que  condicionan  la  aplicación  de  la  adquisición automática  de  la  condición  de
personal indefinido cuando se dan las condiciones necesarias establecidas por la norma.

Adicionalmente,  el II convenio colectivo del personal laboral  al servicio de la Administración
Autonómica al que VAERSA se halla adherida con efectos del 1 de enero de 2008 establece en su
artículo octavo denominado “Ingreso, promoción interna y provisión de puestos de trabajo” que “su
selección, contratación y promoción se realizará bajo los principios de igualdad, mérito, capacidad
y publicidad, ajustándose en todo caso a la legalidad vigente…”

Así las cosas y teniendo en cuenta que VAERSA es una sociedad mercantil de capital público
perteneciente al sector público valenciano, ésta ha de realizar sus procesos selectivos de personal
conforme a los criterios de publicidad, igualdad, mérito y capacidad que deben regir el acceso del
personal sector público.

Al respecto de las contrataciones temporales, que sería el caso para encargos financiados con
fondos europeos y, por tanto, de carácter coyuntural, el personal a contratar se procede a reclutar
de las diferentes bolsas de trabajo temporal que dispone la entidad.

Estas  bolsas  son  previamente  autorizadas  por  la  Comisión  de  Seguimiento,  conforme  se
estipula en el actual VI Acuerdo referido anteriormente, tras la previa solicitud de la misma donde,
además  de  la  acreditación  de  exigencias  respecto  de  los  perfiles  de  los  encargos
correspondientes,  se  aporta  acta  de  la  Comisión  de  Seguimiento  de  Bolsas  de  VAERSA,
compuesta por las centrales sindicales con representación en los diferentes Comités de Empresa
de la entidad, y donde se acuerda entre las partes la procedencia y necesidad de dichas bolsas.
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El proceso de reclutamiento de las bolsas ha sido desarrollado mediante aplicación informática
del portal de empleo de VAERSA https://empleo.portalvaersa.com/ donde se puede realizar todo el
procedimiento  de  inscripción  y  aportación  de  documentación  por  parte  de  las  personas
candidatas, así como gestionar  las acciones de aplicación de los criterios establecidos en las
respectivas bases de cada convocatoria (comprobación de requisitos, realización de la prueba,
baremación  de  méritos,  presentación  de  las  reclamaciones  a  cada  fase,  resolución  de
alegaciones,  así como las diferentes comunicaciones del proceso).

Contra cada bolsa de trabajo temporal se realiza la oferta interna correspondiente, indicándose
los datos de la contratación (duración, encargo y tipo de contrato), y se dispone de un listado de
personas para proceder a su llamamiento por riguroso orden de prelación en la misma. Aceptada
la oferta por la persona candidata se procede a la carta de contratación que, aprobada por la
Dirección, se procede a realizar las gestiones oportunas para la contratación laboral del personal y
generar su relación laboral con la entidad.

4. Regulación normativa del contrato 406

En  la  Disposición  adicional  quinta.  Contratación  en  el  marco  del  Plan  de  Recuperación,
Transformación y Resiliencia y Fondos de la Unión Europea del Real Decreto-ley 32/2021, de 28
de diciembre, de medidas urgentes para la reforma laboral,  la garantía de la estabilidad en el
empleo y la transformación del mercado de trabajose establece lo siguiente:

“Se podrán suscribir contratos de duración determinada por parte de las entidades
que integran el sector público, reguladas en el artículo 2 del Real Decreto-ley 36/2020,
de 30 de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes para la modernización de la
Administración Pública y para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y
Resiliencia,  siempre  que  dichos  contratos  se  encuentren  asociados  a  la  estricta
ejecución  de  Plan  de  Recuperación,  Transformación  y  Resiliencia  y  solo  por  el
tiempo necesario para la ejecución de los citados proyectos.

Lo dispuesto en el párrafo anterior será  también de aplicación para la suscripción de
contratos de duración determinada que resulten necesarios para la  ejecución de
programas de carácter temporal cuya financiación provenga de fondos de la Unión
Europea.

Los  citados  contratos  se  realizarán  de  acuerdo  con  los  principios  constitucionales  de
igualdad, mérito y capacidad y en los términos establecidos en la Ley 20/2021, de 28 de
diciembre,  de  medidas  urgentes  para  la  reducción  de  la  temporalidad  en  el  empleo
público.”

Así  las  cosas,  dentro  del  sistema  RED de  la  Seguridad  Social  aparece  la  clave  (tipo  de
contrato)  406  para  identificar  los  contratos  temporales  con  la  siguiente  descripción:
“Administraciones Públicas. Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia y Fondos de la
Unión Europea. Tiempo competo”.

En la página del SEPE (Servicio público de Empleo Estatal) dispone de modelo rellenable de
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contrato temporal 406 donde se debe indicar en su cláusula novena el programa concreto del que
se proveen los fondos europeos.

➢ En materia DE CONTRATACIÓN.

En  este  apartado,  y  en  la  condición  que  ostenta  VAERSA  de  poder  adjudicador  no
Administración Pública (PANAP), de conformidad con el artículo 3.3 de la  Ley 9/2017, de 8 de
noviembre, de Contratos del Sector Público, en la contratación financiada por el MRR, se estará a
la siguiente normativa e instrucciones que le resulten de aplicación.

• Real  Decreto  817/2009,  de  8  de  mayo,  por  el  que se  desarrolla  parcialmente  la  Ley
30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público

• Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado
por Real Decreto 1098/2001.

• Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen
al  ordenamiento  jurídico español  las Directivas del  Parlamento Europeo  y del  Consejo
2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (BOE n.º 272, de 9 de noviembre de
2017).

• Reglamento (UE) 2016/679,  del  Parlamento Europeo y del  Consejo,  de 27 de abril  de
2016,  relativo  a la  protección  de  datos  de las personas  físicas  en lo  que respecta  al
tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos

• Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes
para  la  modernización  de  la  Administración  Pública  y  para  la  ejecución  del  Plan  de
Recuperación, Transformación y Resiliencia

• Disposición adicional quinta de la Ley 3/2020, de 30 de diciembre, de la Generalitat, de
medidas fiscales, de gestión administrativa y financiera y de organización de la Generalitat
2021,  en la redacción dada por  el  Decreto ley 7/2021, de 7 de mayo,  del  Consell,  de
medidas extraordinarias de apoyo a la solvencia empresarial en respuesta a la pandemia
de la Covid-19.

• Decreto-ley 6/2021, de 1 de abril, del Consell, de medidas urgentes en materia económico-
administrativa  para la ejecución de actuaciones financiadas  por  instrumentos europeos
para apoyar la recuperación de la crisis consecuencia de la Covid-19.

• Instrucción de 23 de diciembre de 2021 de la Junta Consultiva de Contratación Pública del
Estado sobre aspectos a incorporar en los expedientes y en los pliegos rectores de los
contratos que se vayan a financiar con fondos procedentes del PRTR.

• Nota de la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado sobre identificación de los
subcontratistas en los contratos públicos financiados con fondos procedentes del Plan de
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Recuperación, Transformación y Resiliencia (PRTR).

➢ En materia DE CONVENIOS Y ENCARGOS A MEDIOS PROPIOS.

Con relación a estos métodos de gestión, la principal normativa de referencia a considerar por
VAERSA en lo que le resulte de aplicación, es la siguiente.

• Reglamento (UE) 2016/679,  del  Parlamento Europeo y del  Consejo,  de 27 de abril  de
2016,  relativo  a la  protección  de  datos  de las personas  físicas  en lo  que respecta  al
tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos.

• Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes
para  la  modernización  de  la  Administración  Pública  y  para  la  ejecución  del  Plan  de
Recuperación, Transformación y Resiliencia.

• Disposición adicional quinta de la Ley 3/2020, de 30 de diciembre, de la Generalitat, de
medidas fiscales, de gestión administrativa y financiera y de organización de la Generalitat
2021,  en la redacción dada por  el  Decreto ley 7/2021, de 7 de mayo,  del  Consell,  de
medidas extraordinarias de apoyo a la solvencia empresarial en respuesta a la pandemia
de la Covid-19.

• Ley 3/2020, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, de gestión administrativa y financiera
y de organización de la Generalitat 2021.

• Decreto ley 6/2021, de 1 de abril, del Consell, de medidas urgentes en materia económico-
administrativa  para la ejecución de actuaciones financiadas  por  instrumentos europeos
para apoyar la recuperación de la crisis consecuencia de la Covid-19.

• Decreto 176/2014, de 10 de octubre, del Consell, por el que regula los Convenios de que
suscriba la Generalitat y su Registro.

(*) CONVENIOS

• Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

(*) ENCARGOS A MEDIOS PROPIOS

• Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen
al  ordenamiento  jurídico español  las Directivas del  Parlamento Europeo  y del  Consejo
2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (BOE n.º 272, de 9 de noviembre de
2017), en concreto artículos 32 y siguientes.

➢ En materia DE SUBVENCIONES.
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VAERSA en  su condición de “entidad instrumental  que ejecuta  actuaciones”,  no ostenta la
condición de órgano competente para otorgar subvenciones ni participa, directa o indirectamente,
en las Comisiones ni órganos equivalentes en las que se dictan las resoluciones de concesión de
las subvenciones solicitadas.

En todo caso, no resulta de aplicación a VAERSA la Ley 38/2003, de 17de noviembre, General
de Subvenciones.
 
2. OBJETO Y ALCANCE DEL PLAN.

El presente PMA tiene por  objeto regular las medidas de prevención, detección y control del
fraude, la corrupción y los conflictos de intereses, de manera proporcionada, atendiendo a las
características específicas y a la evaluación de los riesgos de fraude y siempre teniendo en cuenta
la necesidad de garantizar una conveniente protección de los intereses de la Unión Europea.

El PMA se aprueba en base a lo dispuesto en el artículo 22 del Reglamento (UE) 2021/241 del
Parlamento  Europeo  y  el  Consejo,  de  12  de  febrero  de  2021,  por  el  que  se  establece  el
Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, y la Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, por
el que se configura el sistema de gestión del PRTR.

De  acuerdo  con  lo  regulado  en  el  artículo  6.5  de  la  Orden  HFP/1030/2021,  de  29  de
septiembre, con la aprobación del presente PMA, a VAERSA le permite asegurar y declarar que,
en  su  ámbito  de  actuación,  los  fondos  serán  en  su  caso  utilizados  conforme  a  las  normas
aplicables, en particular en lo que hace a la prevención, detección y corrección del  fraude, la
corrupción, los conflictos de intereses y la evitación de la doble financiación.

3. ÁMBITO DE APLICACIÓN.

La observancia y aplicación de las medidas definidas en el presente Plan resulta de obligatorio
cumplimiento a:

• Los miembros integrantes del Consejo de Administración de VAERSA.
• A todos los empleados de VAERSA, que de algún modo participen de los expedientes

financiados por fondos MRR.
• Las  empresas  contratistas  y  subcontratistas  que  se  relacionen  con  VAERSA  como

consecuencia de la gestión y ejecución de fondos MRR.
• Terceros que de algún modo tengan relación con los fondos MRR.

Asimismo,  resultará  de  aplicación el  presente  Plan,  a  las  personas  que  se encuentren  en
alguna de las circunstancias previstas en el artículo 23 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de
Régimen Jurídico del Sector Público:

“a) Tener interés personal en el asunto de que se trate o en otro en cuya resolución pudiera
influir la de aquél; ser administrador de sociedad o entidad interesada, o tener cuestión  litigiosa
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pendiente con algún interesado.

b)  Tener  un  vínculo  matrimonial  o  situación  de  hecho  asimilable  y  el  parentesco  de  
consanguinidad dentro del cuarto grado o de afinidad dentro del segundo, con cualquiera de

los interesados, con los administradores de entidades o sociedades interesadas y también  con
los asesores, representantes legales o mandatarios que intervengan en el procedimiento,  así
como compartir despacho profesional o estar asociado con éstos para el  asesoramiento,  la
representación o el mandato.

c) Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas mencionadas en
el apartado anterior.

d) Haber intervenido como perito o como testigo en el procedimiento de que se trate.

e)  Tener relación de servicio con persona natural  o jurídica interesada directamente en el  
asunto, o haberle prestado en los dos últimos años servicios profesionales de cualquier tipo  y

en cualquier circunstancia o lugar”.

No obstante, el Plan se encontrará disponible para todas las autoridades, personal empleado
cualquiera  que  sea  su  clase,  y  será  notificado  a  todo  tercero  que  en  calidad  de  persona
beneficiaria u otra condición, tenga algún tipo de intervención en los expedientes subvencionados
con fondos MRR, todos los cuales deberán asumir el compromiso de su cumplimiento.

Adicionalmente, el contenido del presente Plan, también resultará de aplicación a las personas
vinculadas a los sujetos mencionados, entendiendo como personas vinculadas las recogidas en el
artículo 231 de la Ley de Sociedades de Capital (aprobada por el Real Decreto Legislativo 1/2010,
de 2 de julio), y especialmente aquellas que tengan una vinculación familiar: parentesco hasta el
segundo  grado,  por  consanguinidad  o  afinidad  (ascendientes,  descendientes,  hermanos  o
cónyuges o persona unida a él por vínculo semejante).

Tanto el Plan como toda la documentación relacionada, estará publicada en la página web de
VAERSA, en su Intranet y en su Portal de Transparencia.

4. CONCEPTOS BÁSICOS. GLOSARIO DE TÉRMINOS.

El fraude,  la corrupción y  los conflictos de intereses,  suponen una grave  amenaza para la
seguridad y los intereses financieros de la Unión Europea (UE). Las instituciones de la UE tienen
como prioridad proteger  estos intereses,  tanto para dar  el  mejor  uso posible al  dinero de los
contribuyentes, como para luchar contra la delincuencia organizada y el terrorismo, para los que la
corrupción es un terreno fértil.

Los  Estados  Miembros  deben  informar  a  la  Comisión  de  determinadas  irregularidades
detectadas, que hayan sido objeto de un primer acto de comprobación administrativa o judicial, de
los cambios significativos que se produzcan en dichos procedimientos, así como la indicación de
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la posible existencia de fraude.

Al objeto de garantizar la disponibilidad, integridad, autenticidad, confidencialidad y seguridad
de la información, los Estados Miembros deben utilizar el Sistema de Gestión de Irregularidades
(Irregularity Management System, IMS), dispuesto para tal fin en la plataforma del Sistema de
Información Antifraude creado por la Comisión.

Por ello, y habida cuenta lo establecido en el artículo 6.2 de la Orden HFP/1030/2021, de 29 de
septiembre, al Plan de medidas antifraude son de aplicación las definiciones de fraude, corrupción
y conflicto de intereses contenidas en la Directiva (UE) 2017/1371, sobre la lucha contra el fraude
que afecta a los intereses financieros de la Unión ( en adelante Directiva PIF), y en el Reglamento
(UE, Euratom) 2018/1046 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de julio de 2018, sobre las
normas financieras aplicables al presupuesto general de la Unión (Reglamento Financiero de la
UE).

En consecuencia con ello, las actuaciones en ejecución del presente Plan se ajustarán a las
siguientes definiciones:

4.1. IRREGULARIDAD.

El  término  «irregularidad»  es  un  concepto  amplio,  que  abarca  tanto  las  irregularidades
intencionadas como las no intencionadas cometidas por los agentes económicos.

El artículo 1, apartado 2º, del Reglamento (CE, Euratom) nº 2988/955 define «irregularidad»
como: “toda infracción de una disposición del Derecho comunitario correspondiente a una acción
u omisión de un agente económico que tenga o  tendría por  efecto perjudicar al  presupuesto
general de las Comunidades o a los presupuestos administrados por éstas, bien sea mediante la
disminución o la supresión de ingresos procedentes de recursos propios percibidos directamente
por cuenta de las Comunidades, bien mediante un gasto indebido”.

Por  su  parte,  el  artículo  1  bis  del  Reglamento  (CE)  n°  1681/94  contiene  una  definición
adaptada: «irregularidad» como “cualquier infracción de una disposición del Derecho comunitario
correspondiente a una acción u omisión de un agente económico que tenga o tendría por efecto
perjudicar al presupuesto general de las Comunidades Europeas por la imputación al presupuesto
comunitario de un gasto indebido”.

Se  ha  de  destacar  que  la  existencia  de  una  irregularidad  no  siempre  implica  la  posible
existencia de fraude. La concurrencia de intencionalidad es un elemento esencial en el fraude,
elemento que no es preciso que se dé para que exista irregularidad.

Por tanto, el elemento de engaño intencionado es el que distingue el fraude del término más
general de irregularidad.

No obstante lo anterior, y con arreglo al artículo 3, letra e), del Reglamento (CE) n° 1681/94,
desde 2006 los Estados miembros deben precisar, al comunicar irregularidades a la Comisión, si
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dichas irregularidades revelan sospechas de fraude.

En cualquier caso, sin perjuicio del carácter o no fraudulento de la irregularidad, la ejecución
eficaz  e  íntegra  de  la  gestión  pública  puede  tener  un  impacto  indirecto  en  la  prevención  y
detección de las irregularidades en términos generales (derivadas de conflictos de intereses no
identificados  o  no  controlados,  originadas  en  la  falta  de  planificación  o  el  despilfarro),
considerando éstas como una categoría más amplia que el fraude.

4.2. SOSPECHA DE FRAUDE.

El artículo 1 bis, punto 4, del Reglamento (CE) nº 1681/94 define «sospecha de fraude» como
“irregularidad que da lugar a la incoación de un procedimiento administrativo y/o judicial a nivel
nacional con el fin de determinar la existencia de un comportamiento intencional, en particular de
un fraude”. Esta definición se reproduce a su vez en el artículo 27, letra c), del Reglamento (CE)
nº 1828/2006.

4.3. FRAUDE.

A los efectos del presente Plan, y de acuerdo con lo regulado en el artículo 3.1 de la Directiva
PIF, el término “fraude” se utiliza para describir una gran variedad de comportamientos faltos de
ética como el robo,  la corrupción,  el  desfalco,  el  soborno, la presentación de declaraciones o
documentos falsos o inexactos, la representación errónea, la colusión, el blanqueo de capitales o
la ocultación de hechos.

Por  su parte,  la  Ley 3/2024,  de  27  de junio,  de la  Generalitat,  de modificación  de la  Ley
11/2016, de 28 de noviembre, de la Generalitat, de la Agencia de prevención y lucha contra el
fraude y la corrupción de la Comunitat Valenciana,  en su artículo Único.Tres, defina al  fraude
como aquel “acto tendente a eludir una disposición legal de forma engañosa; uso inapropiado y
perjudicial de los recursos y activos de una organización, contrario a la verdad y a la rectitud”.

Con frecuencia implica el uso del engaño con el fin de conseguir ganancias personales para
una persona vinculada a un organismo público o para terceras partes, o bien pérdidas para otra
persona.

El fraude no solo implica posibles consecuencias financieras, sino que además perjudica la
reputación del organismo responsable de la gestión eficaz y eficiente de los recursos económicos.
Esto tiene especial importancia para los organismos públicos responsables de la gestión de los
fondos de la UE.
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A los efectos del presente Plan, se considera fraude:

a) En materia de gastos, cualquier acción u omisión intencionada, relativa a:

•  La utilización o a la presentación de declaraciones o de documentos falsos,  inexactos o  
incompletos,  que  tengan  por  efecto  la  percepción  o  la  retención  indebida  de  fondos  
procedentes del presupuesto general de la Unión o de los presupuestos administrados por la

Unión o en su nombre.

• El incumplimiento de una obligación expresa de comunicar una información, que tenga  el
mismo efecto;

•  El  uso  indebido de esos  fondos  o  activos  para fines distintos  de los  que motivaron su  
concesión inicial.

b)  En materia de  gastos relacionados con los contratos públicos,  al menos cuando se
cometan con ánimo de lucro ilegítimo para el autor u otra persona, cualquier acción u omisión
relativa a:

• El  uso  o  la  presentación  de  declaraciones  o  documentos  falsos,  inexactos  o
incompletos, que tengan por efecto la malversación o la retención infundada de fondos
o activos del presupuesto de la Unión o de presupuestos administrativos de la Unión, o
en su nombre.

• El incumplimiento de una obligación expresa de comunicar una información que tenga
el mismo efecto, o el uso indebido de esos fondos o activos para fines distintos de los
que motivaron su concesión inicial  y  que perjudique los intereses financieros de la
Unión.

4.4. CORRUPCIÓN.

La  Ley 3/2024, de 27 de junio, de la Generalitat, de modificación de la Ley 11/2016, de 28 de
noviembre, de la Generalitat, de la Agencia de prevención y lucha contra el fraude y la corrupción
de la  Comunitat  Valenciana,  la define como el  “uso o desviación de poder o de recursos de
procedencia pública para fines distintos de los concedidos; uso o abuso del poder público para
obtener ventajas, beneficios o cualquier otro aprovechamiento particular, propio o de terceros, o
para cualquier otro fin contrario al ordenamiento jurídico”.

A los efectos de la Directiva PIF, se entenderá por:

• Corrupción  activa:  la  acción  de  toda  persona  que  prometa,  ofrezca  o  conceda,
directamente o a través de un intermediario, una ventaja de cualquier tipo a un funcionario,
para él o para un tercero, a fin de que actúe, o se abstenga de actuar, de acuerdo con su
deber o en el ejercicio de sus funciones de modo que perjudique o pueda perjudicar los
intereses financieros de la Unión.
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• Corrupción  pasiva:  la  acción  de  un  funcionario  que,  directamente  o  a  través  de  un
intermediario, pida o reciba ventajas de cualquier tipo, para él o para terceros, o acepte la
promesa de una ventaja, a fin de que actúe, o se abstenga de actuar, de acuerdo con su
deber o en el ejercicio de sus funciones, de modo que perjudique o pueda perjudicar los 

intereses financieros de la Unión.

4.5. CONFLICTO DE INTERÉS.

A los  efectos   del  presente  Plan,  y  según  lo  recogido  en  el  Anexo  III.C  de  la  Orden
HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, remite a su vez al Reglamento (UE, Euratom) 2018/1046
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de julio de 2018, quien en su artículo 61 establece
que existe Conflicto de Interés «cuando los agentes financieros y demás personas que participan
en la ejecución del presupuesto tanto de forma directa, indirecta y compartida, así como en la
gestión, incluidos los actos preparatorios, la auditoría o el control, vean comprometido el ejercicio
imparcial  y  objetivo  de  sus  funciones  por  razones  familiares,  afectivas,  de afinidad política  o
nacional, de interés económico o por cualquier otro motivo directo o indirecto de interés personal».

Sus principales características son:

• Es aplicable a todas las partidas administrativas y operativas en todas las Instituciones de
la UE y todos los métodos de gestión.

• Cubre cualquier tipo de interés personal, directo o indirecto.

• Ante cualquier situación que se «perciba» como un potencial conflicto de intereses se debe
actuar.

• Las autoridades nacionales, de cualquier nivel, deben evitar y/o gestionar los potenciales
conflictos de intereses.

En función de la situación que da lugar a este conflicto de interés, podemos distinguir entre:

-  Conflicto  de  intereses  aparente:  se  produce  cuando  los  intereses  privados  de  un  
empleado público o beneficiario son susceptibles de comprometer el ejercicio objetivo de 
sus funciones u obligaciones, pero finalmente no se encuentra un vínculo identificable e 
individual con aspectos concretos de la conducta, el comportamiento o las relaciones de la
persona (o una repercusión en dichos aspectos).

- Conflicto de intereses potencial: surge cuando un empleado público o beneficiario tiene
intereses privados de tal naturaleza, que podrían ser susceptibles de ocasionar un conflicto
de  intereses  en  el  caso  de  que  tuvieran  que  asumir  en  un  futuro  determinadas
responsabilidades oficiales.

-  Conflicto de intereses real: implica un conflicto entre el deber público y los intereses  
privados  de  un  empleado  público  o  en  el  que  el  empleado  público  tiene  intereses  
personales que pueden influir de manera indebida en el desempeño de sus deberes y  
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responsabilidades oficiales. En el caso de un beneficiario implicaría un conflicto entre las 
obligaciones contraídas al solicitar la ayuda de los fondos y sus intereses privados que 
pueden influir de manera indebida en el desempeño de las citadas obligaciones.

4.6. DOBLE FINANCIACIÓN.

De acuerdo con el  artículo 191.3 del Reglamento (UE, Euratom) 2018/1046 del Parlamento
Europeo  y  del  Consejo  de  18  de  julio  de  2018  sobre  las  normas  financieras  aplicables  al
presupuesto general de la Unión, en ningún caso los mismos gastos pueden ser financiados dos
veces por el presupuesto y, con carácter general para las subvenciones, el artículo 188 del citado
Reglamento prohíbe expresamente la doble financiación.

En el marco del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, la doble financiación se produce,
según el artículo 9 del Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de
febrero de 2021 que lo establece, cuando las reformas y proyectos de inversión estén financiados
por el Mecanismo y simultáneamente por otro instrumento de la Unión, siempre que cubran el
mismo gasto o coste.

4.7.  OTROS  HECHOS  O  CONDUCTAS:  IRREGULARIDADES  ADMINISTRATIVAS  Y
CONDUCTAS Y ACTIVIDADES REPROCHABLES.

La  Ley 3/2024, de 27 de junio, de la Generalitat, de modificación de la Ley 11/2016, de 28 de
noviembre, de la Generalitat, de la Agencia de prevención y lucha contra el fraude y la corrupción
de la Comunitat Valenciana añade  a los anteriores supuestos, en el ámbito de actuación material
de la Agencia, los siguientes hechos o conductas:

• Irregularidades administrativas y comportamientos constitutivos de infracción administrativa
o disciplinaria, en los que subyace una situación potencial de fraude o corrupción.

• Conductas y actividades reprochables por ser contrarias a la objetividad, a la imparcialidad,
a la eficacia, a la probidad, a la integridad, a la ética pública y al buen gobierno, así como
la  realización  de  gastos  superfluos  e  innecesarios  de  fondos  de  procedencia  pública,
implique o no una infracción directa del ordenamiento jurídico positivo.

5. ESTRUCTURA ORGANIZATIVA.

5.1. DEFINICIÓN DE LA ESTRUCTURA ORGANIZATIVA.

El Consejo de Administración de VAERSA, es el órgano colegiado responsable de la Política
antifraude  de  VAERSA a  quien  le  corresponde  entre  otras  competencias  la  aprobación  del
presente Plan de Medidas Antifraude, así como de sus actualizaciones.

Si  bien  la  puesta  en  práctica  del  presente  Plan  se  extiende  a  toda  la  organización,
conceptualmente  se  pueden  diferenciar  dos  líneas  de  defensa  que  se  corresponderían,
fundamentalmente, con distintos ámbitos funcionales y organizativos de VAERSA.:
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• Primera línea de defensa:  estará constituida por  los propios ámbitos organizativos y
personas directamente involucrados en la gestión de los fondos procedentes del PRTR,
partiendo de los aspectos administrativos, de contratación y financieros y llegando hasta
la propia gestión de los encargo y contratos así como la ejecución de los trabajos por
parte de los departamentos técnicos y de su gestión de las empresas subcontratadas.

• Segunda línea de defensa: esta segunda línea tiene por objeto asesorar a los ámbitos
directamente involucrados en primera línea,  así como establecer  los mecanismos que
aseguren la lucha contra el fraude, velando por la eficacia de los mismos.

El trabajo técnico podrá ser delegado en la Unidad de Coordinación y Seguimiento de la gestión
mencionado en el apartado 5.3, quien asegurará la revisión y actualización periódica del Plan de
Medidas  Antifraude,  la  normativa  interna  o  protocolos  específicos  para  su  implantación,  y  la
diferente documentación en despliegue del mismo.

5.2. COMITÉ ANTIFRAUDE.

Para asegurar una correcta aplicación, interpretación y seguimiento de las medidas antifraude
contenidas en  el  presente Plan,  por  Acuerdo del  Consejo de  Administración de la entidad se
nombrará un Comité Antifraude, que estará integrado como mínimo por los responsables de:

• Dirección General / Gerencia de VAERSA.
• Departamento de Asesoramiento Jurídico.
• Departamento Económico-Financiero.
• Auditor Interno

El Comité Antifraude es un órgano colegiado, técnico, independiente y articulado como grupo
de trabajo colegiado, que asume como función específica el asesoramiento en relación con la
utilización, en el ámbito de actuación de VAERSA de los fondos del Mecanismo de Recuperación y
Resiliencia (MRR) de conformidad con las normas aplicables.

El Comité Antifraude tendrá  entre otras, las siguientes competencias:

a) Ser la unidad o la autoridad de contacto en materia antifraude, que establecerá los cauces
de información en relación con la protección de los intereses de la Unión.

b) La supervisión y evaluación del funcionamiento regular y de la correcta aplicación de las
medidas de prevención, detección y corrección en relación con los riesgos de fraude y conflictos
de  intereses,  estableciendo  directrices  en  la  elaboración  del  sistema  de  gestión  interno
(identificando actores y responsabilidades) y en la evaluación de riesgos.

c) Conocer los hechos con indicios de fraude que se le comuniquen y asegurarse de que se
remiten a los organismos competentes para su conocimiento y sanción, así como del seguimiento
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del expediente y de la puesta en marcha del procedimiento para la recuperación de los fondos de
la Unión gastados fraudulentamente.

d) Aprobar las instrucciones, directrices y planes de acción que le sean remitidos por la Unidad
de Coordinación y Seguimiento de la gestión del Plan Antifraude, previo informe motivado.

Las  actuaciones  del  Comité  Antifraude se rigen  por  los  principios  de legalidad,  integridad,
independencia, objetividad, imparcialidad, confidencialidad, presunción de inocencia y rendición
de cuentas.

5.3.  UNIDAD  DE  COORDINACIÓN  Y  SEGUIMIENTO  DE  LA GESTIÓN  DEL  PLAN  DE
MEDIDAS ANTIFRAUDE.

La  Unidad  de  Coordinación  y  Seguimiento  de  la  gestión  del  PMA,  actuará  como  unidad
consultiva y de gestión de todas las cuestiones relativas a las políticas, normas, procedimientos y
controles  en  materia  de  anticorrupción,  soborno  y  conflicto  de  interés,  y  demás  actuaciones
contenidas  en el  presente  Plan,  de  acuerdo con el  Plan  de  Recuperación,  Transformación  y
Resiliencia (PRTR).

En  este  sentido,  con  el  objetivo  de  asegurar  el  correcto  funcionamiento  del  PRTR,  en  la
prevención, detección y corrección del fraude, la corrupción y los conflictos de intereses en la
gestión de estos  fondos  europeos,  siguiendo  las  directrices  de  la  Comisión  Europea  para  el
desarrollo del Mecanismo de Recuperación, Transformación y Resiliencia (MRR), la Unidad de
Coordinación y Seguimiento tendrá asignada entre otras, las siguientes funciones:

1. Promover y coordinar la aplicación de las medidas incluida en el presente PMA

2. Fomentar la comunicación y cultura ética del personal de VAERSA.

3. Asesorar y sensibilizar al personal de VAERSA en relación con la aplicación del presente  
PMA.

4. Mantener las herramientas y sistemas de información en los que se base el presente PMA.

5. Revisar y proponer actualizaciones al presente PMA.

6.  Elaboración  de  los  modelos  de  documentos  necesarios  para la  prevención,  detección,  
corrección  y  persecución  del  conflicto  de  intereses,  el  fraude,  la  corrupción  y  la  doble  
financiación, así como cualquier documentación de las actuaciones realizadas, en relación con
la ejecución del MRR.

7. Proponer medidas correctoras y de mejora de los procedimientos relativos a la prevención,
detección, corrección y persecución del conflicto de intereses, el fraude y la corrupción, en  
relación con la ejecución del MRR.
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6.  MEDIDAS  ANTIFRAUDE  EN  TORNO  A  LOS  ELEMENTOS  CLAVE  DEL  “CICLO
ANTIFRAUDE”.

El  presente  Plan,  en  cumplimiento  con  los  requerimientos  previstos  en  el  artículo  22  del
reglamente MRR, en el Plan de Recuperación y en el Acuerdo de Financiación firmado entre la
Comisión Europea y España, y el artículo 6.5 de la Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre,
contempla las medidas tendentes a la prevención, detección, corrección del fraude, la corrupción y
los conflictos de interés, y a evitar la doble financiación

Las medidas contenidas en el presente Plan se estructura en torno a los cuatro elementos
clave del ciclo antifraude, referidos a las fases de la gestión del MRR, en las que VAERSA como
entidad instrumental, puede tomar parte.

En el siguiente gráfico se resumen las medidas del ciclo antifraude:

6.1. MEDIDAS DE PREVENCIÓN.

• Medida de prevención 1 (MP1): Declaración de compromiso de lucha contra el fraude.
• Medida  de  prevención  2  (MP2):  Autoevaluación  según  Anexos  II  de  la  Orden

HFP/1030/2021.
• Medida  de  prevención  3  (MP3):  Autoevaluación  de  riesgos,  impactos  y  probabilidad:

conclusiones.
• Medida de prevención 4 (MP4): Declaración de ausencia de conflicto de intereses (DACI).
• Medida de prevención 5 (MP5): Concienciación, desarrollo y formación de una cultura ética

y de integridad.

Dentro de las diferentes etapas que forman el ciclo antifraude, la prevención es una fase clave,
siendo  importante  que  las  medidas  preventivas  ya  adoptadas,  así  como  aquellas  que  se

Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia – Financiado por la Unión Europea- Next GenerationEU

24



pretendan adoptar, sean proactivas y proporcionales a la probabilidad e impacto de los posibles
riesgos que se quieren mitigar o evitar, con un importante papel de la relación coste/eficacia.

En este sentido, las medidas preventivas:

-  Pueden contribuir  a mitigar  el  riego de fraude,  corrupción,  conflicto de intereses y doble  
financiación en la etapa de implementación, e igualmente puede contribuir a reducir el coste  de

los controles e investigaciones ex post.

- Producen un efecto disuasorio, en tanto que los posibles defraudadores pueden conocer las
consecuencias de su comportamiento.

-  Estarán vinculadas a la siguiente etapa de detección del  ciclo antifraude,  puesto  que las
herramientas, los procedimientos establecidos y los conocimientos adquiridos en materia de
detección deberían conducir a la identificación de una presunta actividad irregular, y una vez
detectada ésta, se deben adoptar medidas preventivas y correctivas para mitigar los daños
potenciales.

Dentro del compromiso por parte de VAERSA con la protección de los intereses financieros de
la Unión, en el marco de la ejecución del PRTR, se adoptan las siguientes medias de prevención.

• MP1: Declaración de compromiso de lucha contra el fraude.

En el marco del presente Plan, y con el objeto de promover una cultura que ejerza un efecto
disuasorio  para  cualquier  tipo  de  actividad  fraudulenta  y  que  haga  posible  su  prevención  y
detección, VAERSA ha formalizado, una Declaración institucional de lucha contra el fraude y la
corrupción, que consta publicada en su Portal de Internet (www.vaersa.com)

Mediante  su  formalización  y  difusión,  VAERSA,  como  entidad  instrumental  ejecutora  de
actuaciones de proyectos enmarcados en el PRTR, se compromete a mantener un alto nivel de
calidad jurídica, ética y moral, y a adoptar los principios de integridad, imparcialidad y honestidad,
mostrando su oposición al fraude y a la corrupción en el ejercicio de sus competencias.

Además de ello, se establece el deber de los altos cargos, así como aquellos asimilados en su
organización,  de adherirse de forma obligatoria e individualizada al  Código de Buen Gobierno
aprobado por VAERSA.

• MP2:  Autoevaluación según Anexos II.B.1,  II.B.2,  II.B.3,  II.B.4,  II.B.5  y  II.B.6  de la
Orden HFP/1030/2021

A los efectos del presente Plan, VAERSA ha realizado previamente la correspondiente “Auto
evaluación y riesgo”, de acuerdo con el  “Test de autoevaluación y riesgo” del Anexo II de la
Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, todo ello en relación con los principios de gestión
específicos del PRTR a los que hace referencia el artículo 2 de la Orden, con el fin de diseñar una
medidas  antifraude  proporcionadas  y  eficaces  en  las  cuatro  áreas  del  ciclo  antifraude,
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contemplado en el presente Plan. Se adjunta como ANEXO I la autoevaluación efectuada.

Los valores obtenidos se recogen en la siguiente tabla, resultando la estimación de riesgo de
nivel bajo:

EsƟmación de riesgo: Tabla de valoración    

Área (a) Puntos RelaƟvos (b) Factor de Ponderación (c) Valor asignado

Control de GesƟón. 0,95 25% 0,24
Hitos y ObjeƟvos. 0,94 25% 0,23
Daños Medioambientales. 1,00 25% 0,25
Conflicto de Interés, Prevención del Fraude y la Corrupción. 0,80 25% 0,20
CompaƟbilidad Régimen de Ayudas de Estado. 0,00 0% 0,00
Evitar Doble Financiación. 0,00 0% 0,00
Total.  100% 0,92

Nota: Valores de referencia.
Riesgo bajo: Total Valor asignado ≥90

Riesgo medio: Total Valor asignado ≥80
Riesgo alto: Total Valor asignado ≥70

De  acuerdo  con  los  resultados  de  la  autoevaluación  efectuada,  se  recogen  las  siguientes
conclusiones:

 El resultado obtenido a partir de la autoevaluación realizada ofrece un nivel de riesgo bajo.
 La Dirección General de la entidad ha suscrito la política de integridad de VAERSA, con la

finalidad de promover una cultura que ejerza un efecto disuasorio para cualquier tipo de
actividad  fraudulenta,  que  haga posible  su  prevención  y  detección,  y  desarrollar  unos
procedimientos que faciliten la investigación del fraude y de los delitos relacionados con el
mismo.

 Se ha aprobado por el órgano de administración de VAERSA la implantación del Sistema
Interno  de  Información  previsto  en la  Ley 2/2023,  de 20 de febrero,  reguladora de la
protección de las personas que informen sobre infracciones normativas y de lucha contra
la corrupción, como mecanismos de prevención del fraude y la corrupción. Se ha habilitado
el canal interno de denuncias de la entidad mediante el Buzón de denuncias de VAERSA
en colaboración con la Agencia Valenciana Antifraude. En la misma línea, el canal externo
de denuncias de VAERSA es el Buzón de denuncias de la Agencia.

 VAERSA ha  elaborado  el  procedimiento  PV-25  TRATAMIENTO  DE  CONFLICTO  DE
INTERESES, con la finalidad de:  informar al personal sobre las distintas modalidades de
conflictos de interés, detectar y gestionar las situaciones de conflictos de interés en caso
de que se produzcan, estableciendo medidas preventivas a adoptar, definir el proceso para
la firma de la DACI y los modelos de DACI a utilizar y, reforzar los mecanismos para la
prevención, detección y corrección del fraude, la corrupción y los conflictos de interés.
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o Este procedimiento es aplicable a los procedimientos de contratación pública, los
procesos de selección de personal de la entidad, tanto a la gestión de bolsas de
empleo temporal como a las provisiones definitivas de puestos de trabajo.

o En lo  referente a  las  actuaciones  financiadas  con  fondos  del  PRTR durante  el
periodo de implementación de los mismos, se estará a lo dispuesto en el Apartado
7 del PMA.

 El personal de VAERSA asume el compromiso con la oposición al fraude y a la corrupción
en el ejercicio de sus funciones, para lo que se apoya en el Código Ético de la entidad,
cuya primera revisión es de 20 de julio de 2015.

 VAERSA está certificada por la ISO 14001 y por el Reglamento EMAS. En cumplimiento de
lo establecido en su procedimiento "MA-31/01 Identificación y determinación de aspectos
significativos" identificamos y evaluamos los aspectos e impactos ambientales.

 VAERSA, dentro de su Política de RSC, tiene identificados sus Grupo de Interés, entre los
que  se  encuentran  sus  clientes,  contratistas  y  subcontratistas.  VAERSA dispone  de
mecanismos  de  participación  de  sus  Grupos  de  Interés  para  la  recepción  de  sus
necesidades  y  expectativas.  También  se  mide  su  grado  de  satisfacción  a  través  de
encuestas.

 VAERSA aplica medidas en relación a los Principios DNSH para la mitigación y adaptación
al cambio climático, uso sostenible de los recursos hídricos, transición hacia una economía
circular,  prevención  y  control  de  la  contaminación  y  protección  y  restauración  de  la
biodiversidad.

 VAERSA, dentro de sus Sistemas de gestión (ISO 9001 e ISO 14001) tiene establecidos
objetivos e  indicadores para su seguimiento y  que son auditados anualmente  por una
entidad de certificación externa. Además, cada Departamento/Área de la organización ha
elaborado  un  Plan  de  trabajo  bianual  en  el  que  se  recogen  los  objetivos,  tareas  e
indicadores para el  periodo determinado. También se dispone de un Cuadro de Mando
Integral en que se realiza el seguimiento de los objetivos estratégicos de la organización.

Con la  finalidad  de  potenciar  aquellas  debilidades  detectadas  de esta  autoevaluación,  se
proponen las siguientes actuaciones:

 Se va a diseñar un plan de control específico por la entidad en relación con el PRTR, que
se traducirá en la obligatoria cumplimentación de un check list de banderas rojas por parte
de los responsables de las correspondientes licitaciones y unas actuaciones de auditoría
interna adicionales a determinar por parte de la Dirección General de la entidad. 

 Se va a reforzar la formación que promueva la Ética Pública y que facilite la detección del
fraude.

 Se va a implantar un check list de las banderas rojas definidas en el Anexo II.2 del modelo
del  SNCA,  que  deberá  ser  cumplimentado  por  el  responsable  del  contrato  para  cada
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expediente de licitación.

 Se va  a utilizar el modelo del SNCA de EVALUACIÓN DE LA EXPOSICIÓN A RIESGOS
DE FRAUDE ESPECÍFICOS para disponer  de  herramientas  de  puntuación  de  riesgos
específicos de los fondos PRTR.

 Se evaluará la incidencia del fraude y se calificará como sistémico o puntual, y, en todo
caso, se retirarán las actuaciones o proyectos o subproyectos instrumentales afectados por
el fraude y financiados o a financiar por el PRTR.

A tenor de lo establecido en el artículo 5 c) de la Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre,
se procederá a una revisión de la autoevaluación del riesgo de fraude anualmente, y en todo caso,
cuando se haya detectado algún caso de fraude o se produzcan cambios significativos en los
procedimientos implantados o en el personal de VAERSA.

Si  bien  la  evaluación  de  riesgos  se  ha  incluido  en  el  presente  Plan  entre  las  medidas
preventivas, cabe indicar que esta medida afecta tanto a la fase de prevención como a la fase de
detección, ya que de ella pueden derivarse dos tipos de controles:

-  Controles preventivos o ex ante: que estarán orientados a impedir que las situaciones de  
fraude, corrupción, conflicto de intereses o doble financiación ocurran.

- Controles de detección o ex post (alertas o banderas rojas): que están dirigidos a identificar
situaciones de fraude, corrupción, conflicto de interés o doble financiación lo más rápidamente
posible después de que se hayan producido, con la finalidad de mitigar los posibles daños.
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• MP3: Autoevaluación de riesgos, impactos y probabilidad: conclusiones.

La autoevaluación de riesgos, en relación con el  fraude,  se lleva a cabo mediante la cumplimentación de la matriz de riesgos, impactos y
probabilidad, indicada por el Servicio Nacional de Coordinación Antifraude (SNCA) (Se adjunta como ANEXO II.1)

La revisión de estos riesgos a través de la cumplimentación de la matriz se realizará anualmente.

A continuación, se recogen en el apartado de conclusiones, los resultados arrojados por la matriz en los apartados de contratación y convenios.

En este caso, y como medida de prevención (MP3), se ha efectuado por VAERSA un análisis de riesgos en la ejecución de las actuaciones que se
van a desarrollar en el marco del PRTR, cumplimentando al efecto la matriz de riesgos, impactos y probabilidad del SNCA.

Los valores obtenidos se recogen en la siguiente tabla, resultando la estimación de riesgo de nivel aceptable:
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2: EVALUACIÓN DE LA EXPOSICIÓN A RIESGOS DE FRAUDE ESPECÍFICOS - CONTRATACIÓN

DESCRIPCIÓN DEL RIESGO RESULTADO DE LA AUTOEVALUACIÓN

Ref. del 
riesgo Denominación del riesgo Descripción del riesgo

¿A quién afecta este
riesgo? 

(EnƟdad decisora (ED) /
EnƟdad ejecutora (EE) /

Beneficiarios (BF) /
ContraƟstas (C) / Terceros

(T))

¿Es el riesgo
interno, externo o
resultado de una

colusión?

COEFICIENTE
TOTAL 

RIESGO NETO

COEFICIENTE
TOTAL 

RIESGO OBJETIVO

C.R1 Limitación de la concurrencia 
Manipulación del procedimiento de preparación y/o adjudicación,
limitándose el acceso a la contratación pública en condiciones de
igualdad y no discriminación a todos los licitadores.

 EnƟdad ejecutora (EE) /
Beneficiarios (BF) /

ContraƟstas (C) 
 1,00 1,00

C.R2
PrácƟcas  colusorias  en  las
ofertas

DisƟntas empresas acuerdan en secreto manipular el proceso de
licitación para limitar o eliminar la competencia entre ellas, por lo
general con la finalidad de incrementar arƟficialmente los precios
o reducir la calidad de los bienes o servicios.

 EnƟdad ejecutora (EE) /
Beneficiarios (BF) /

ContraƟstas (C) 
 1,14 1,14

C.R3 Conflicto de interés

El ejercicio imparcial y objeƟvo de las funciones de alguno de los
intervinientes  en  las  diferentes  fases  del  contrato  se  ve
compromeƟdo  por  razones  familiares,  afecƟvas,  de  afinidad
políƟca  o  nacional,  de  interés  económico o  por  cualquier  otro
moƟvo directo o indirecto de interés personal.

 EnƟdad ejecutora (EE) /
Beneficiarios (BF) 

 1,18 1,18

C.R4

Manipulación  en  la
valoración  técnica  o
económica  de  las  ofertas
presentadas 

Manipulación del procedimiento de contratación en favor de un
licitante o en detrimento de otro o varios.

 EnƟdad ejecutora (EE) /
Beneficiarios (BF) /

ContraƟstas (C) 
 1,00 1,00

C.R5
Fraccionamiento  fraudulento
del contrato

Fraccionamiento del contrato en dos o más procedimientos con
idénƟco adjudicatario evitando la uƟlización de un procedimiento
que,  en  base  a  la  cuanơa  total,  hubiese  requerido  mayores
garanơas de concurrencia y de publicidad.

 EnƟdad ejecutora (EE) /
Beneficiarios (BF) 

 1,00 1,00

C.R6
Incumplimientos  en  la
formalización del contrato

Irregularidades en la formalización del contrato de manera que no
se  ajusta  con  exacƟtud  a  las  condiciones  de  la  licitación  o  se
alteran los términos de la adjudicación.

 EnƟdad ejecutora (EE) /
Beneficiarios (BF) 

 1,00 1,00
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C.R7
Incumplimientos o 
deficiencias en la ejecución 
del contrato

El contraƟsta incumple las especificaciones del contrato durante
su ejecución

 EnƟdad ejecutora (EE) /
Beneficiarios (BF) /

ContraƟstas (C) 
 1,25 1,25

C.R8 Falsedad documental 
El  licitador  incurre  en  falsedad  para  poder  acceder  al
procedimiento  de  licitación  y/o  se  aprecia  falsedad  en  la
documentación presentada para obtener el pago del precio.

 EnƟdad ejecutora (EE) /
Beneficiarios (BF) /

ContraƟstas (C) 
 1,00 1,00

C.R9 Doble financiación Incumplimiento de la prohibición de doble financiación.     

C.R10
Incumplimiento  de  las
obligaciones  de  información,
comunicación y publicidad 

No se cumple lo esƟpulado en la normaƟva nacional o europea
respecto a las obligaciones de información y publicidad.

 EnƟdad ejecutora (EE) /
Beneficiarios (BF) 

 6,00 6,00

C.R11 Pérdida de pista de auditoría
No  se  garanƟza  la  conservación  de  toda  la  documentación  y
registros  contables  para  disponer  de  una  pista  de  auditoría
adecuada

 EnƟdad ejecutora (EE) /
Beneficiarios (BF)  1,00 1,00

C.RX Incluir la denominación de
riesgos adicionales...

Incluir la descripción de riesgos adicionales...     

RIESGO TOTAL
MÉTODO
GESTIÓN 

(CONTRATACIÓN)

1,56 1,56

 Aceptable Puntuación de 1,00 a 3,00

 SignificaƟvo Puntuación de 3,01 a 6,00

 Grave Puntuación de 6,01 a 16,00
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Los  valores  obtenidos  a  partir  de  la  tabla  de  indicadores  de  riesgo,  se  sitúan  en  valores
aceptables,  a  excepción  del  C.R10  Incumplimiento  de  las  obligaciones  de  información,
comunicación y publicidad, que ofrece un nivel de riesgo significativo.

En consecuencia, la entidad va a realizar una serie de acciones formativas a fin de corregir la
debilidad  detectada,  facilitando  que  el  personal  involucrado  en  la  gestión  de  actividades
financiadas por el MRR conozca los deberes de información y comunicación contenidos en los
diferentes textos normativos, tanto nacionales como europeos, en particular de las obligaciones en
este  ámbito  contenidas  en  el  artículo  34.2  del  Reglamento  (UE)  2021/241,  del  Parlamento
Europeo y del  Consejo, de 12 de febrero de 2021, por el que se establece el  Mecanismo de
Recuperación y Resiliencia y el artículo 9 de la Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, por la
que se configura el sistema de gestión del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, o
de cualquier otra normativa de aplicación.

• MP 4. Declaración de ausencia de conflicto de intereses (DACI).

Con  el  objetivo  de  evitar  y  detectar  los  posibles  conflictos  de  intereses,  la  Orden
HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, establece la obligación de cumplimentar una “Declaración
de ausencia de conflicto de intereses” (en adelante DACI), por todos aquellos que participen en
los procedimientos de ejecución del MRR, tanto para el personal de VAERSA que realice tareas
de gestión como aquellos beneficiarios, socios, contratistas y subcontratistas, cuyas actuaciones
sean financiadas con fondos europeos.

Por otro lado, la Orden HFP/55/2023, de 24 de enero, relativa al análisis sistemático del riego
de  conflicto  de  interés  en  los  procedimientos  que  ejecutan  el  Plan  de  Recuperación,
Transformación y Resiliencia, en aplicación de la disposición adicional centésima décima segunda
de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2023,
regula el contenido mínimo de la DACI y el análisis ex ante.

A los efectos de plasmar la obligación impuesta por la Orden HFP/1030/2021, de expresar la no
existencia de la situación que puede generar o ser percibida como un conflicto de interés, se
deberá cumplimentar  y firmar a título personal,  la  DACI adjunta como  ANEXO IV,  que estará
disponible para todo el personal de VAERSA en su red interna, https://www.portalvaersa.com. Así
mismo se pondrá a disposición de las empresas adjudicatarias de los contratos o cualquier otro
sujeto que intervenga con VAERSA en el marco del PRTR el documento modelo referido.

En cuanto al procedimiento y las medidas específicas para el tratamiento de situaciones de
conflicto de interés, se estará a lo establecido en el Apartado 7 del presente PMA.

• MP 5. Concienciación, desarrollo y formación de una cultura ética y de integridad.
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Desarrollar una cultura contra el fraude es fundamental para disuadir a los defraudadores y
para conseguir el máximo compromiso posible del personal para combatir el fraude a través del
fomento de los valores de integridad, objetividad, rendición de cuentas y honradez.

Para  ello  resulta  indispensable  el  conocimiento  por  todo  el  personal  de  VAERSA,  de  las
obligaciones que resulten de aplicación en este ámbito y la toma de conciencia sobre la necesidad
de luchar contra el fraude, la corrupción, los conflictos de intereses y la doble financiación.

A tales efectos, VAERSA impulsará acciones de formación específicas en materia antifraude
para todo su personal  que gestione,  en cualquiera de sus fases,  la ejecución del  PRTR, con
especial  tratamiento  de  los  conflictos  de  interés  y  actos  que  pudieran  constituir  señales  de
advertencia de una posible existencia de fraude.

Las acciones formativas se podrán llevar a cabo por VAERSA a través de reuniones o grupos
de trabajo,  píldoras informativas,  charlas,  seminarios,  difusión de boletines o circulares...  etc.,
abarcando aspectos como la protección de los intereses financieros de la Unión y la metodología
para la gestión y seguimiento del PRTR

A lo anterior, se añade por VAERSA la pretensión de establecer y garantizar el cumplimiento de
unos estándares de conducta por parte de todo su personal, acorde con la dimensión pública de la
organización a los efectos de promover la ejemplaridad a través de la integridad y la salvaguardia
de su imagen pública. Para ello difundirá y hará público, su Código Ético y de Conducta y su
Política de Integridad aprobada al efecto.  

6.2. MEDIDAS DE DETECCIÓN.

• Medida de detección 1 (MD1): Indicadores de fraude o señales de alerta (banderas
rojas).

• Medida de detección 2 (MD2): Uso de bases de datos.
• Medida de detección 3 (MD3): Canales de denuncia para informar de las posibles

sospechas de fraude en las actuaciones del MRR.

Las medidas de prevención no pueden proporcionar una protección completa contra el fraude.
Es por ello que se necesitan sistemas para detectar a tiempo los comportamientos fraudulentos
que escapen a la prevención.

Por lo tanto, y de acuerdo con el “ciclo antifraude” se hace preciso diseñar y ejecutar medidas
de detección del fraude.

La detección es una etapa directamente relacionada con la prevención y consecuencia de ésta.
Las anomalías detectadas deben ser comprobadas, y si dan lugar a hechos que indiquen una
posible  actividad ilegal,  se  debe aplicar  las medidas necesarias para facilitar  la  detección de
posibles riesgos y abordar así los posibles conflictos de intereses que pudieran estar dándose.
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Es importante que todas las medidas de detección sean eficientes y proporcionales al nivel y
naturaleza  de  los  riesgos  de  fraude,  corrupción,  conflicto  de  interés  y  doble  financiación
identificados,  tanto  en  cantidad  (número  de  medidas)  como  en  calidad  (naturaleza  de  las
medidas).

• MD1. Indicadores de fraude o señales de alerta (banderas rojas) (Anexo II.2).

Durante  la  ejecución  de  las  actuaciones  del  MRR,  VAERSA en  su  condición  de  entidad
ejecutora instrumental,  debe asegurar  que los procedimientos de control  focalicen la  atención
sobre los puntos principales de riesgo de fraude.  Para ello,  resulta necesario  la definición de
indicadores de fraude o señales de alerta (banderas rojas), que sirvan como signos de alarma,
pistas o indicios de posible fraude.

Los indicadores de alerta estarán en su caso relacionados tanto con la prevención como con la
detección de las irregularidades y del fraude.

En este caso, las banderas rojas se considerarán un indicador que alertará de que algo se sale
de lo habitual, que tiene un carácter atípico o que difiere de la actividad normal, debiendo por tanto
examinarse con detenimiento. Por tanto, su propósito, es llevar a cabo un primer nivel de control.

La existencia de una bandera roja no implica necesariamente la existencia de irregularidad,
pero sí indica que una determinada área de actividad necesita atención extra para descartar o
confirmar un fraude potencial.

En materia de CONTRATACIÓN en el presente PMA se identifican los siguientes indicadores
de fraude o banderas rojas:

Pliegos rectores del 
procedimiento amañados
a favor de un licitador

- Presentación de una única oferta o número anormalmente bajo 
de proposiciones optando a la licitación.

- Extraordinaria similitud entre los pliegos rectores del 
procedimiento y los productos o servicios del contratista 
ganador.

- Quejas de otros ofertantes;
- Pliegos con prescripciones más restrictivas o más generales 

que las aprobadas en procedimientos previos similares;
- Pliegos con cláusulas inusuales o poco razonables;
- El poder adjudicador define un producto de una marca concreta 

en lugar de un producto genérico;
- Ausencia de medidas de información y publicidad en la 

documentación relativa al procedimiento de contratación y/o 
insuficiencia de plazos para la recepción de ofertas.
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Licitaciones colusorias - La oferta ganadora es demasiado alta en comparación con los 
costes previstos, con las listas de precios públicas, con obras o 
servicios similares o promedios de la industria, o con precios de 
referencia del mercado.

- Todos los licitadores ofertan precios altos de forma continuada.
- Los precios de las ofertas bajan bruscamente cuando nuevos 

licitadores participan en el procedimiento.
- Los adjudicatarios se reparten/turnan por región, tipo de trabajo,

tipo de obra.
- El adjudicatario subcontrata a los licitadores perdedores.
- Existen subcontratistas que participaron en la licitación.
- Patrones de ofertas inusuales (por ejemplo, las ofertas tienen 

porcentajes exactos de rebaja, la oferta ganadora está justo 
debajo del umbral de precios aceptables, se oferta exactamente
al presupuesto del contrato, los precios de las ofertas son 
demasiado altos, demasiado próximos, muy distintos, números 
redondos, incompletos, etc.).

- Evidencia de conexiones entre licitadores (ej.: domicilios 
comunes, personal, números de teléfono, etc.).

- Comunica el contratista a subcontratistas que también 
participan como licitadores.

- Compiten siempre ciertas compañías y otras nunca lo hacen.
- Existen licitadores ficticios.
- Evidencia de que ciertos licitadores intercambian información, 

obteniendo así acuerdos informales.

- Mayor probabilidad de colusión en determinados sectores: 
pavimentación asfáltica, construcción de edificios, dragado, 
equipos eléctricos, techado, eliminación de residuos.

Conflicto de intereses - Favoritismo inexplicable o inusual de un contratista o vendedor 
en particular.

- Aceptación continua de altos precios y trabajo de baja calidad, 
etc.

- Existe un comportamiento inusual por parte de un empleado 
para obtener información sobre un procedimiento de licitación 
del que no está a cargo.

- Algún miembro del Órgano de Contratación ha trabajado para 
una empresa que participa en la licitación de forma 
inmediatamente anterior a su incorporación al puesto de trabajo 
en el citado organismo de adjudicación.

- Existe alguna vinculación familiar entre un empleado del Órgano
de Contratación y algún licitador.

- Se producen reiteraciones en las adjudicaciones a favor de un 
mismo licitador.

- Se aceptan altos precios y trabajos de baja calidad.
- El empleado encargado de contratación no presenta declaración

de conflicto de interés o lo hace de forma incompleta.
- Empleado encargado de contratación parece hacer negocios 

propios por su lado.

Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia – Financiado por la Unión Europea- Next GenerationEU

35



- Existe relación social más allá de lo estrictamente profesional 
entre un empleado que participa en el proceso de contratación y
un proveedor de servicios o productos.

Falsificación de 
documentos

En el formato de los documentos:
- Facturas sin logotipo de la sociedad, cifras borradas o tachadas,

importes manuscritos.
- Firmas idénticas en diferentes documentos.

En el contenido de los documentos:
- Fechas, importes, notas, etc. inusuales; cálculos incorrectos.
- Carencia de elementos obligatorios en una factura, ausencia de 

números de serie en las facturas, descripción de bienes y 
servicios de una forma vaga.

Circunstancias inusuales:
- Número inusual de pagos a un beneficiario, retrasos inusuales 

en la entrega de información.
- Los datos contenidos en un documento difieren visualmente de 

un documento similar expedido por el mismo organismo.
- Incoherencia entre la documentación/información disponible,  

incoherencia entre fechas de facturas y su número.
- Facturas no registradas en contabilidad.
- La actividad de una entidad no concuerda con los bienes o 

servicios facturados.
Fraccionamiento del 
objeto del contrato

- Se aprecian dos o más adquisiciones con similar objeto 
efectuadas a idéntico adjudicatario por debajo de los límites 
admitidos para la utilización de procedimientos de adjudicación 
directa o de los umbrales de publicidad o que exigirían 
procedimientos con mayores garantías de concurrencia.

- Separación injustificada de las compras. Por ejemplo, contratos 
separados para mano de obra y materiales, estando ambos por 
debajo de los umbrales de licitación abierta.

- Compras secuenciales justo por debajo de umbrales de 
obligación de publicidad de las licitaciones.

• MD.2. Uso de base de datos.

Dentro  de  los  límites  de  la  legislación  relativa  a  la  protección  de  datos,  se  utilizarán
herramientas que optimicen los procesos de obtención, almacenamiento y análisis de datos para
la evaluación de riesgos, así como el cruce de datos con otros organismos públicos o privados, a
fin de detectar posibles situaciones de alto riesgo,  en los procedimientos relacionados con la
ejecución de actuaciones del MRR.

Así pues, toda la documentación podrá ser verificada, en la medida de las posibilidades, y con
arreglo al principio de proporcionalidad.  
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A tal fin, en el ámbito de los contratos que se otorguen, por parte del personal de VAERSA que
iontervenga  en  los  procedimientos  de  contratación  pública  se  podrán  emplear  herramientas
internas, así como bases de datos como  MINERVA,) o herramientas de puntuación de riesgos
como  la  denominada  ARACHNE  proporcionada  y  elaborada  por  la  Comisión  Europea,  para
identificar y evaluar el riesgo de fraude en los fondos europeos,  entre otras que, con carácter
enunciativo y no exhaustivo, se enumeran a continuación:

 MINERVA

https://sede.agenciatributaria.gob.es/Sede/procedimientoini/ZA25.shtml

 ARACHNE

https://ec.europa.eu/social/main.jsp?catId=325&intPageId=3587&langId=es

 Plataforma de Intermediación de Datos

https://administracionelectronica.gob.es/pae_Home/pae_Estrategias/Racionaliza_y_Compa
rte/elementos_comunes/Intermediacion_de_datos.html

 Sistema de Exclusión y Detección Precoz (Early Detection and Exclusion System o, por 
sus siglas en inglés, EDES)

https://ec.europa.eu/info/strategy/eu-budget/how-it-works/annual-
lifecycle/implementation/antifraud-measures/edes/database_en

 Financial Transparency System

https://ec.europa.eu/budget/financial-transparency-system/index.html

 Plataforma de Contratación del Sector Público

https://contrataciondelestado.es/wps/portal/plataforma

 Información sobre convenios y encomiendas

https://transparencia.gob.es/transparencia/transparencia_Home/index/PublicidadActiva/Co
ntratos/Convenios-encomiendas.html#

 Inventario de entidades pertenecientes al sector público estatal, autonómico y local 
(INVENTE)

https://www.pap.hacienda.gob.es/invente2/PagMenuPrincipalV2.aspx?Entorno=2

 Registro Público Concursal

https://www.publicidadconcursal.es/concursal-web/

Así  mismo se podrá  recurrir  a  otros sistemas  de  información a  los  que se  accede  previa
suscripción, adhesión o convenio como ARACHNE, la Plataforma de Intermediación de Datos, el
Registro de Titularidades Reales del Colegio de Registradores, o la Base de Datos de Titularidad
Real del Consejo General del Notariado.
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• MD3. Canales de denuncia para informar de las posibles sospechas de fraude en
las actuaciones del MRR.

La creación y el fomento de mecanismos de alerta o denuncia claros constituyen un elemento
fundamental para la prevención y la detección del fraude. Es por ello por lo que se reforzarán los
canales de comunicación y de denuncia internos y externos para recibir las denuncias, darles
respuesta y seguirlas, dotándolas de los recursos adecuados y facilitando la notificación tanto de
las  sospechas  de  fraude  como  de  puntos  débiles  en  el  control  que  puedan  aumentar  la
vulnerabilidad del mismo.

Existen diferentes canales de denuncia a través de los que cualquier persona podrá notificar las
sospechas de fraude y las presuntas irregularidades que,a ese respecto, pueda haber detectado.

Los  canales internos tienen como finalidad habilitar medios confidenciales de comunicación
para poner en conocimiento aquellas infracciones conocidas en el ámbito profesional de VAERSA.

Con  fecha  16  de  abril  de  2024,  el  Consejo  de  Administración  de  VAERSA,  acuerda  la
implantación del Sistema Interno de Información de VAERSA (SII-VAERSA), a los efectos de lo
regulado en ella Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora de la protección de las personas que
informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción.

Este  canal  interno  se  habilita  habida  cuenta  la  Directiva  (UE)  2019/1937  del  Parlamento
Europeo  y del  Consejo de 23 de octubre de  2019,  relativa  a  la  protección de personas  que
informen sobre infracciones del Derecho de la Unión.

• Presentación telemática a través del canal habilitado a tal efecto: VAERSA cuenta con
un  sistema de información  interno  (SII-VAERSA),  lo  que permite  identificar,  conocer  y
atender  la  entrada  de  estos  asuntos  con  la  mayor  celeridad  y  confidencialidad.  La
plataforma habilitada a tal  efecto que es: https://bustiadenuncies.vaersa.com/,  accesible
desde la web de VAERSA y desde el portal del empleado.

• Correo  postal: Se  atenderá  la  información  recepcionada  a  través  de  correo  postal
(VAERSA,  Avda.  De  Les  Corts  Valencianes,  20  46015  València,  a  la  atención  de  la
“Comisión de Coordinación del  SII-VAERSA”),  al  efecto  de facilitar  la  comunicación de
información a aquellas personas que prefieran utilizarlo.

•  Correo Electrónico: investigacio@vaersa.com.

• Telefónico: Se ha habilitado un número de teléfono (961 971 820) con mensajería de voz
para grabar las denuncias que lleguen por este medio.
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• Presencial: Se podrá comunicar la información que se desee transmitir concertando una
reunión con el/la instructor/a que corresponda.

La información y denuncia que se canalice a través de este canal interno, y que sea específica
de los MRR, será remitida a la mayor brevedad al Comité Antifraude, el cual procederá en su caso
a la apertura de una información reservada.

 
Sin perjuicio de que se incorporen nuevos canales de denuncia, actualmente los  canales de

denuncia externos para informar de las posibles sospechas de fraude en las actuaciones
del MRR disponibles son los siguientes:

• Confident-GVA: es el canal telemático anónimo para la presentación, ante la Inspección
General  de  Servicios  (IGS),  de  denuncias  de  irregularidades  y  malas  prácticas
relacionadas con la Generalitat o su sector público instrumental, cuya puesta en marcha se
ordenó mediante la Resolución de 21 de diciembre de 2022, de la Conselleria de Justicia,
Interior y Administración Pública.

Este sistema dispone a lo dispuesto en el artículo 32.3 de la Ley 22/2018, de 6 de noviembre,
de Inspección General de Servicios y del sistema de alertas para la prevención de malas prácticas
en la Administración de la Generalitat y su sector público instrumental, estableciendo  un  canal
seguro y accesible que garantizará la confidencialidad y la protección de quienes lo utilicen.

En  este  caso,  la  Generalitat  garantiza  la  privacidad  y  confidencialidad  de  la  información
transmitida  a  través  de  este  canal,  mediante  mecanismos  de  cifrado,  de  manera  que  se
imposibilita cualquier acceso por parte de personas o entidades ajenas a la IGS.

• Buzón de denuncias de la Agencia Valenciana Antifraude (AVAF): accesible a través
de  su   página  web:  https://www.antifrau.es.  Este  buzón  incorpora  mecanismos  que
garantizan la confidencialidad de todas las informaciones, ofreciendo a su vez un espacio
de comunicación seguro para mantener  contacto con la Agencia y permitir  con ello,  la
interacción entre ésta y los denunciantes de manera anónima.

• Canal  de  denuncias  del  MRR  del  Servicio  Nacional  de  Coordinación  Antifraude
(SNCA):  habilitado por  la SNCA para la comunicación de información sobre fraudes o
irregularidades que afecten a fondos europeos, y que dispone de un apartado específico
relativo al MRR.

El  SNCA es  el  órgano encargado de coordinar  las  acciones  encaminadas a  proteger  los  
intereses financieros de la Unión Europea contra el  fraude en colaboración con la Oficina  
Europea de Lucha contra el Fraude (OLAF).

Para  la  comunicación  con  la  OLAF  se  estará  al  siguiente  enlace  
https://fns.olaf.europa.eu/main_es.htm
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Se encuentra integrado en la Intervención General de la Administración del Estado. En el PRTR
se  ha  configurado  como  parte  esencial  del  modelo  en  la  coordinación  de  las  actuaciones
antifraude.  Accesible  a  través  del  siguiente  enlace  

https://www.igae.pap.hacienda.gob.es/sitios/igae/es-ES/paginas/denan.aspx

De manera excepcional, siempre que no sea posible la utilización del citado medio electrónico,
podrá dirigirse a la siguiente dirección postal.

Servicio Nacional de Coordinación Antifraude
Intervención General de la Administración del Estado
Ministerio de Hacienda y Función Públicas
Calle Maria de Molina, 50, planta 12
28006 Madrid

6.3. MEDIDAS DE CORRECCIÓN Y PERSECUCIÓN.

Las medidas de detección se sustenta especialmente, en la herramienta de banderas rojas que
abarca todas las fases del procedimiento para cada uno de los instrumentos de gestión utilizados.

Como se he regulado en el apartado 6.2.1 del presente Plan, las banderas rojas son señales de
alarma,  pistas  o  indicios  de  irregularidades  cuya  identificación  no  implica  necesariamente  la
existencia  de fraude,  aunque sí  sugiere  la  necesidad  de  proceder  a  una  revisión  adicional  y
específica para descartar o confirmar, en su caso, un fraude potencial.

Esto quiere decir que, de todas las banderas rojas que se detecten, algunas de ellas podrían
constituir  una  irregularidad.  De  éstas,  una  fracción  contendrá  el  elemento  subjetivo  de  la
intencionalidad,  y  por  tanto  será  clasificada  como  fraude  potencial.  Y  finalmente,  tras  las
investigaciones pertinentes, es posible llegar a identificar un fraude real que pueda ser constitutivo
de corrupción, flujo que se describe en el gráfico siguiente.

(*) Detección del fraude

Conviene resaltar que la intencionalidad es un elemento propio del fraude según el concepto
recogido en la Directiva (UE) 2017/1371, sobre la lucha contra el fraude que afecta a los intereses
financieros  de  las  Comunidades  Europeas  (Directiva  PIF).  Demostrar  la  existencia  de  tal
intencionalidad  y,  por  tanto,  la  decisión  sobre  la  existencia  o  no  de  fraude  a  los  intereses
financieros de la Unión,  no les corresponde a los órganos administrativos sino a los órganos
jurisdiccionales del orden penal que tengan que enjuiciar la conducta de que se trate.
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Con este  enfoque y  dentro  de  ese control  interno de  gestión,  se  seguirá  por  VAERSA,  el
siguiente protocolo para la corrección y persecución de los casos en que se detecte una conducta
que pueda ser constitutiva de fraude, en función de sus respectivas responsabilidades.

1) Identificación de sospechas de fraude.

La  Unidad  de  Coordinación  y  Seguimiento  será  la  receptora  de  las  comunicaciones  de
sospechas de fraude o corrupción de los ciudadanos y del personal empleado de VAERSA, de
posibles casos de indicios de fraude que afecten a fondos del MRR, a través del canal propio
habilitado, tal y como se indica en el Apartado 6.2.3:

- Por comunicación directa de las unidades  responsables de la gestión de las actuaciones  
(como consecuencia del procedimiento de evaluación de las banderas rojas).

-  Por  las  comunicaciones  recibidas  a  través  del  canal  habilitado  por  VAERSA para  la  
transmisión de sospechas de fraude o corrupción provenientes de la ciudadanía o del personal

interno.

Las comunicaciones recibidas serán valoradas, y eventualmente comunicadas a los órganos
competentes.

2) Solicitud de información e informes al órgano administrativo responsable.

En  cuanto  se  tenga  conocimiento  de  la  existencia  de  indicios  de  fraude  o  corrupción,  se
notificará  por  cauce  formal  a  los  organismos  implicados  en  la  realización  de  las  citadas
actuaciones (excepto si coinciden con los órganos administrativos que le comunicaron el asunto).

Los  organismos  implicados  estarán  obligados  a  la  remisión  de  cuanta  información  sea
solicitada por la unidad con funciones de control de gestión, siempre que esté vinculada con los
hechos que motivaron la notificación, garantizando la confidencialidad y tratamiento debido de la
información recibida, respetando la normativa de protección de datos

3) Remisión de información por parte del órgano administrativo responsable.

El coordinador responsable del encargo o del proyecto en que se tenga conocimiento de una
conducta  que  pudiera  ser  constitutiva  de  fraude  o  corrupción,  tras  el  análisis  de  la  posible
existencia de alguna de las banderas rojas definidas en el presente Plan de medidas antifraude, o
que haya sido conocida por cualquier otra circunstancia deberá:
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1º. Revisar todas las actuaciones que hayan podido estar expuestas al mismo, y recopilará toda
la  documentación  relacionada  con los  mismos que hayan  podido  aportar  los  intervinientes,  y
pueda constituir evidencias de dicho fraude.

2º. Suspender inmediatamente el procedimiento, cuando sea posible conforme a la normativa
reguladora del mismo, y en su caso, comunicar la suspensión o interrupción de los pagos a los
terceros.

3º. Elaborar un informe descriptivo de los hechos acaecidos;

4º. Trasladar el asunto, junto con un informe y la pertinente evidencia documental, al Comité
Antifraude para la  valoración de la  posible existencia  de fraude,  con objetivo  de  subsanar la
debilidad detectada.

5º.  Adoptar las medidas que conforme a la normativa reguladora del procedimiento deba o
pueda adoptar para evitar la concurrencia de fraude.

4) Evaluación del informe, archivo o remisión al Organismo competente.

En el ámbito de sus funciones, la Unidad de Coordinación y Seguimiento deberá realizar, sobre
la  base  de  la  documentación  de  que  dispongan,  una  valoración  preliminar  sobre  la  posible
existencia de tal intencionalidad o, en su caso, sobre la ausencia de esta, de cara a proponer el
archivo del expediente.

En todo momento, se mantendrá una coordinación adecuada con la GVA que encomienda, con
las autoridades responsables y de control del PRTR en su caso, incluyendo al SNCA, responsable
de la lucha contra la corrupción, a efectos de que se informe a la Comisión Europea sobre la
existencia de casos de fraude a través de los correspondientes informes.

En  el  caso  de  que  se  considere  que  pudiera  ser  constitutivo  de  fraude,  la  Unidad  de
Coordinación  y  Seguimiento  procederá  a  la  valoración  y  propuesta  de  elevación  al  órgano
competente y, en su caso, su remisión a la institución que proceda de acuerdo con la tipología y
alcance del presunto fraude (Servicio Nacional de Coordinación Antifraude –SNCA- y/o Ministerio
Fiscal).

De  acuerdo  con  lo  regulado  en  el  articulo  6.6  de  la  Orden  HFP/1030/2021,  de  29  de
septiembre, se notificarán los hechos producidos y las medidas adoptadas a la correspondiente
entidad decisora, responsable última del cumplimiento de los proyectos.

La entidad decisora a su vez, comunicará el asunto a la Autoridad Responsable, quien podrá
solicitar la información adicional que considere oportuna de cara a su seguimiento y comunicación
a la Autoridad de Control.
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5) Actuaciones previas: información reservada.

Así mismo se iniciarán  además unas actuaciones previas que conllevarán una información
reservada para evaluar posibles responsabilidades en que pudieran haber incurrido y, en su caso,
proceder a comunicar los hechos al órgano competente por razón de la materia, a fin de que
evalúe la  procedencia  de la apertura de un  expediente  por  infracción en materia económico-
presupuestaria,  prevista en la  Ley 19/2013, de 9 de diciembre,  de transparencia,  acceso a la
información pública y buen gobierno, o bien el inicio de un expediente de carácter disciplinario.

6) Alcance de las actuaciones, proyectos y subproyectos instrumentales expuestos.

Se evaluará la incidencia del posible fraude mediante la revisión de todas aquellas actuaciones
que hayan podido estar  expuestas al mismo, determinando su calificación como “sistémico”  o
“puntual”  y,  en  todo  caso,  serán  las  actuaciones  o  proyectos  o  subproyectos  instrumentales
afectados por el fraude y financiados o a financiar por el MRR.

7) Recuperación de los fondos.

Se  exigirá  en  su  caso,  la  recuperación  por  las  autoridades  competentes  de  los  importes
indebidamente  desembolsados  por  éstas,  garantizando  procesos  sólidos  de  recuperación  de
fondos, especialmente de la UE, que se hayan empleado de forma fraudulenta.

7. PROCEDIMIENTO Y MEDIDAS PARA EL TRATAMIENTO DE SITUACIONES DE CONFLICTO
DE INTERÉS.

7.1 OBJETO Y ALCANCE.

Dentro  de  las  medidas  de  prevención  del  fraude  y  la  corrupción,  la  disponibilidad  de  un
procedimiento para abordar conflictos de interés ha sido declarada como obligatoria por la Orden
HFP/1030/2021,  de  29  de  septiembre,  regulando  en  su  artículo  6.4:  “Se  configuran  como
actuaciones  obligatorias  para  los  órganos  gestores,  la  evaluación  de  riesgo  de  fraude,  la
cumplimentación de la Declaración de Ausencia de Conflicto de Interés (DACI) y la disponibilidad
de un procedimiento para abordar conflictos de interés.”

Por esta razón, y en cumplimiento con lo establecido en el apartado 5º del artículo 6 de la
Orden HFP/1030/2021, se regula el presente Procedimiento para el tratamiento de situaciones de
conflicto de interés,  en lo relativo  a la prevención y corrección de situaciones de conflicto de
interés,  conforme  a  lo  establecido  en  los  apartados  1  y  2  del  artículo  61  del  Reglamento
Financiero de la UE, y al Anexo III.C de la Orden  HFP/1030/2021, de 29 de septiembre.
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7.2. DEFINICIÓN Y CLASIFICACIÓN.

A estos efectos se estará a lo regulado en el apartado 4.5 del presente Plan.

7.3. ALCANCE Y APLICACIÓN.

Adicionalmente a las medidas que establece la Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, el
apartado 3º de la disposición adicional centésima décima segunda de la Ley 31/2022, de 23 de
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2023, establece que “El análisis
sistemático y automatizado del riesgo de conflicto de interés resulta de aplicación a los empleados
públicos y resto de personal al servicio de entidades decisorias, ejecutoras e instrumentales que
participen,  de  forma  individual  o  mediante  su  pertenencia  a  órganos  colegiados,  en  los
procedimientos descritos de adjudicación de contratos o de concesión de subvenciones”.

En desarrollo de dicha disposición adicional se regula la Orden HFP/55/2023, de 24 de enero,
establece  el  análisis  sistemático del  riesgo  de conflicto  de  interés  en los  procedimientos  que
ejecutan el PRTR, poniendo a disposición una herramienta informática (“data mining”).

En  particular,  este  análisis  se  llevará  a  cabo,  como  se  ha  mencionado  en  los  párrafos
anteriores,  en los  procedimientos de adjudicación de contratos,  vinculados a  la  ejecución del
PRTR, a fin de verificar la ausencia de conflicto de interés entre los miembros del órgano de
contratación, y los participantes en los citados procedimientos en las diferentes fases del mismo.

7.4. PREVENCIÓN DEL CONFLICTO DE INTERÉS. PROCEDIMIENTO PARA LA FIRMA DE
LA DACI.

La suscripción de las Declaraciones de Ausencia de Conflictos de Interés (DACI)  han sido
declaradas como obligatorias por parte del Orden HFP/1030/2021, así como por la Orden HFP
55/2023 que actualiza el  contenido mínimo, como parte de las medidas de prevención de los
conflictos de interés en la gestión de los fondos del PRTR.

El objetivo de las DACI es plasmar la obligación de expresar la no existencia de la situación que
puede generar o ser percibida como un conflicto de interés. Por tanto,  no es posible que los
participantes  en  un  procedimiento  no  hayan  cumplimentado  la  DACI.  Participar  en  un
procedimiento sin haberla cumplimentado ya es, en sí mismo, una irregularidad y, en caso de no
poder firmarla, deberá abstenerse de participar en el procedimiento.

Hay que tener en cuenta que  las personas implicadas deben cumplimentar la DACI  que
corresponda según la fase del procedimiento, ateniéndose a lo siguiente:
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- FASE INICIAL: antes de la fecha de publicación de cualquiera de los instrumentos jurídicos
utilizados, por las siguientes personas responsables:

✔ Por el órgano que impulse el instrumento jurídico y por el resto de Departamentos o Áreas
de VAERSA que intervengan en el mismo.

✔ De la redacción de los documentos relacionados con esos instrumentos.

- FASE DE PREPARACIÓN: Entre la fecha de publicación y la finalización del plazo para recibir
las ofertas de licitación, de la firma del encargo a medio propio o de la firma del convenio, por
parte de las personas: Beneficiarias o adjudicatarias de los contratos.

-  FASE  DE  TRAMITACIÓN:  Inmediatamente  después  de  conocerse  la  identidad  de  los
participantes en la licitación, o de la firma del convenio, por las siguientes personas:

✔ Por las que formen parte de la Mesa de Contratación, Comités de expertos, de evaluación
u órganos colegiados, que se encargan de valorar las solicitudes, propuestas u ofertas
presentadas (en su reunión inicial, por todos los intervinientes y reflejándolo en el acta).

✔ Por  las  personas  encargadas  del  seguimiento  del  instrumento  jurídico,  incluidos  el
Departamento Financiero, y todo el personal administrativo,  en tanto realizan tareas de
gestión.

El  proceso de firma de los documentos en la fase de prevención se refleja en el siguiente
gráfico de la FASE DE PREVENCIÓN:

La Orden HFP 55/2023, de 24 de enero establece el procedimiento de análisis sistemático del
riesgo  de  conflicto  de  interés  en  los  procedimientos  que  ejecutan  el  PRTR,  creando  una
herramienta de data mining (artículo 4).

Este análisis se llevará a cabo en los procedimientos de adjudicación de contratos y vinculados
a la ejecución del PRTR.

En el caso de  contratos, los empleados de VAERSA deberán llevar  a cabo un análisis de
riesgos ex ante a través de la herramienta de data mining MINERVA.
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▪  En contratos:  Firmarán  la  DACI  el  Órgano  de  contratación  y  los  miembros  del  órgano
colegiado de asistencia al órgano de contratación, en las fases de valoración de ofertas, propuesta
de adjudicación y adjudicación del contrato.

La documentación del análisis de conflicto de interés deberá asociarse con la Operación a la
que hace referencia, y registrarse en su caso, en la herramienta Coffee en el módulo Auditoría, tal
y como se indica en los Manuales de la herramienta Coffee y de la Orden HFP 55/2023.

La documentación a registrar en su caso, será la siguiente:

• Los Documentos (Informes) de Conflicto de Interés descargados desde MINERVA.
• Las  Declaraciones  de  Ausencia  de  Conflicto  de  Interés  (DACI)  firmadas  por  los

decisores y posibles adjudicatarios.
• Cualquier otro documento relativo al procedimiento.

Las DACI de todo el personal implicado se incorporarán al expediente, que será custodiado por
el órgano instrumental en los términos establecidos por la normativa comunitaria y nacional, de
cara a conservar una adecuada pista de auditoría.

Cada  coordinador  responsable  del  contrato,  del  encargo,  o  bien  los  órganos  colegiados
correspondientes  (mesa  de  contratación,  comité  evaluador  etc.)  que  intervengan  en  un
procedimiento será responsable de:

✔ Supervisar que las DACIs están cumplimentadas y actualizadas.
✔ Incluirlas en los expedientes que se gestionan.

El modelo de DACI se encuentra en ANEXO IV.

7.5. DETECCIÓN DE UN CONFLICTO DE INTERÉS.

Una situación de posible conflicto de interés se inicia cuando es detectada y es comunicada,
tanto por parte de la persona afectada, como por parte de cualquier otra persona física o jurídica,
en cualquier momento del procedimiento. A continuación se regulan los siguientes supuestos:

a)  Comunicación por la propia persona afectada por el conflicto de interés: en este caso, la
propia persona interesada puede declarar el conflicto de interés en cuanto tenga conocimiento de
la situación, absteniéndose de actuar en el procedimiento y remitiendo el potencial conflicto de
interés a su superior jerárquico (artículo 61 Reglamento Financiero UE).

b)  Comunicación  por  una  persona  distinta  a  la  afectada: en  este  caso  la  persona  puede
comunicar su sospecha por cualquier cauce y ante cualquier indicio (denuncia externa, banderas
rojas, cruce de datos, análisis documental, etc.), instando de forma implícita la recusación de la
persona.
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A continuación se enumeran las acciones a realizar para la comunicación ante un posible
conflicto de interés:

1º. Traslado al superior jerárquico de la persona con el conflicto de interés “potencial”, bien por
la persona afectada o bien por quien tenga conocimiento del posible conflicto de interés, quien
deberá valorar para tomar su decisión el vínculo real así como el papel que asume el empleado en
el procedimiento que está gestionando.

Para el  supuesto de comunicación por persona que tenga conocimiento deberá en tal caso
manifestar la ausencia de conflicto de intereses, mediante la firma, en este caso, de una nueva
declaración en la que se confirme la ausencia de conflicto de interés (CACI) (ANEXO V) cuya
redacción reflejará debidamente la situación planteada, reiterando la ausencia de conflicto que
comprometa su actuación objetiva en el procedimiento.

En  caso  de  que  no  se  produjera  dicha  abstención,  el  responsable  del  procedimiento  de
contratación solicitará a MINERVA información adicional  de los riesgos detectados,  indicando,
como justificación para la obtención de dichos datos, que la abstención no se ha producido. La
información  adicional  sobre  la  situación  de  riesgo  de  conflicto  de  interés  identificada  que
proporcione MINERVA no incorporará la identificación de terceras personas, sino únicamente una
descripción de los riesgos.

Esta información adicional se trasladará por el responsable al superior jerárquico

2º. El  superior  jerárquico,  de forma preventiva  y  ante  la  probable  existencia  de motivo  de
abstención en el procedimiento por parte de la persona afectada, apartará cautelarmente y de
forma inmediata a la persona con conflicto de interés de todas las actividades relacionadas con el
procedimiento del instrumento en cuestión.

3º.  Se  reclamará  el  documento  DACI  firmado,  y  se  revisarán  los  hechos  y  circunstancias
concurrentes con la persona implicada para corroborar la información con las fuentes de datos a
su disposición.

En tal caso, se averiguará si la situación de conflicto de interés potencial ha podido producirse
también en algún otro procedimiento en el que haya participado la persona afectada. En caso de
no haberse firmado la DACI, lo hará constar a los efectos de fortalecer los procedimientos internos
de gestión.

4º. El  superior  jerárquico  lo  pondrá  en  conocimiento  de  la  Unidad  de  Coordinación  y
Seguimiento, quien abrirá el oportuno expediente e informará del alcance y valoración. Se incluirá
en el  expediente todos los documentos relacionados con los hechos,  las circunstancias y las
valoraciones realizadas.
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5º. Si a juicio de la Unidad de Coordinación y Seguimiento el conflicto de interés “potencial”
deriva  en  uno  “aparente”,  se  restituirá  a  la  persona  en  el  procedimiento  y  se  archivará  el
expediente,  firmado por  el  responsable  de la  Unidad de Coordinación.  En caso  contrario,  se
seguirá con la acción siguiente.

6º. Si el conflicto de interés “potencial” tuviera indicios de derivar en uno “real”, se analizará la
posible irregularidad o fraude y se informará a la Unidad de Coordinación y Seguimiento para su
valoración objetiva y adopción de medidas oportunas.

7º. La Unidad de Coordinación y Seguimiento,  a la  vista de la información recabada en el
expediente,  tipificará  el  alcance  de  la  irregularidad  subyacente  según  el  Plan  de  Medidas
Antifraude aprobado por VAERSA y decidirá los pasos siguientes en aplicación de la normativa
vigente nacional y europea de lucha contra el fraude y defensa de los intereses financieros de la
Unión.

7.6. MEDIDAS RELACIONADAS CON EL CONFLICTO DE INTERÉS.

No obstante lo establecido en los apartados anteriores, en relación a las posibles medidas a
adoptar ante una situación de conflicto de interés, se distingue entre la “prevención” y la “gestión”.

7.4.1. Medidas relacionadas con la prevención del conflicto de interés.

• Comunicación e información al personal de VAERSA sobre las distintas modalidades de
conflicto de interés y de las formas de evitarlo.

Se formará a todo el  personal involucrado en los aspectos esenciales de los conflictos de  
intereses: en qué consisten, cómo es posible evitarlo, la normativa que resulte de aplicación,

los diferentes tipos de conflictos de intereses que pueden darse (potencial, aparente y real), y las
personas que pudieran ser objeto de éste. La formación hará a su vez  también  referencia  a  los
principios éticos y los compromisos institucionales adquiridos por VAERSA.

• Cumplimentación de una Declaración de Ausencia de Conflicto de Intereses (DACI) a los
intervinientes  en  los  procedimientos,  en  todo  caso  el  responsable  del  órgano  de
contratación,  el  personal  que  redacte  los  documentos  de  licitación,  los  expertos  que
evalúen y demás órganos colegiados del procedimiento. Se estará al modelo adjunto como
ANEXO IV.

• Comprobación de información a través de bases de datos de los registros mercantiles,
bases de datos de organismos nacionales y  de  la  UE, expedientes de los  empleados
(teniendo en cuenta las normas de protección da datos) o a través de la utilización de
herramientas  de  prospección  de  datos  (“data  mining”)  o  de  puntuación  de  riesgos
(ARACHNE) en la medidas que VAERSA tuviera acceso a las mismas habida cuenta sus
competencias.
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• Registro de conflictos de intereses detectados. Se elaborará por la Unidad de Coordinación
y  Seguimiento,  un  registro  de  conflictos  de  intereses  detectados  y  comunicados,  las
actuaciones realizadas y las derivaciones consecuentes.

7.4.2. Medidas relacionadas con la gestión de los posibles conflictos de interés.

• En este caso, se estará a las acciones enumeradas en el apartado 7.5, dejando en todo
caso documentadas todas y cada una de éstas en el correspondiente expediente.

• Para el caso en que se verifique el conflicto de interés, se comunicarán los hechos y las
medidas adoptadas a la unidad que haya encomendado la ejecución de las actuaciones,
para su seguimiento y comunicación a la autoridad de control en caso de considerarse
necesario.

8.  MEDIDAS  Y  PROCESOS  RELATIVOS  A  LA  DETECCIÓN  DE  DOCUMENTOS
FALSIFICADOS.

De acuerdo con el artículo 3.1 de la Directiva (UE) 2017/1371, la propia definición de fraude
incluye “la utilización o a la presentación de declaraciones o de documentos falsos, inexactos o
incompletos, que tengan por efecto la percepción o la retención indebida de fondos procedentes
del presupuesto general de las Comunidades Europeas o de los presupuestos administrados por
las Comunidades Europeas o por su cuenta.”

A tal efecto, tal y como se especifica en la “Guía práctica sobre la falsificación de documentos”
de la OLAF, un documento falsificado es un documento respecto del cual se ha alterado la verdad,
y la alteración puede ser:

- Física: un documento puede modificarse físicamente, por ejemplo, mediante la tachadura de
elementos o referencias, la adición manuscrita de información que altera el documento, etc.

-  Intelectual:  el  contenido del  documento no se corresponde con la  realidad,  por  ejemplo,  
aparece una falsa descripción de los servicios prestados, contenido falso en un informe, o  
firmas falsas en una lista de asistencia.

Todos los tipos de documentos que los beneficiarios presentan para obtener  subvenciones,
para participar en un proceso de contratación pública o para el reembolso de gastos, pueden
verse afectados por la falsificación.

Cabe distinguir por tanto entre:
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- Documentación falsificada presentada por los solicitantes al objeto de salir elegidos en un
proceso de selección, consistente en la presentación de documentos o declaraciones falsas para
justificar  que se cumplen los criterios  de elegibilidad,  generales  y  específicos.  Dicha falsedad
puede versar sobre cualquier documentación requerida en la solicitud para la obtención de la
ayuda: declaraciones firmadas, información financiera, compromisos, etc.

- Manipulación del soporte documental, incluyendo las facturas, y de los datos contenidos en
ellas o presentación de facturas falsas como justificación de los gastos incurridos en la operación
subvencionada.

En  tal  caso,  VAERSA notificará  al  SNCA,  y  en  su  caso  a  la  OLAF,  de  los  casos  de
documentación falsificada.

9. AYUDAS DE ESTADO Y DOBLE FINANCIACIÓN.

De conformidad  con el  artículo  9 del  Reglamento  del  MRR,  se produce doble  financiación
cuando  las  reformas  y  proyectos  de  inversión  estén  financiados  por  el  Mecanismo  y
simultáneamente por otro instrumento de la Unión, comprendiendo todos los programas ya sean
de gestión compartida o directa, siempre que cubran el mismo gasto o coste.

Sin embargo, el PRTR amplía el concepto de doble financiación a la concurrencia de fondos
procedentes de subvenciones nacionales con la financiación del Mecanismo.

Para estos supuestos, VAERSA aplicará procedimientos, en la medida que realice actuaciones
a través de los encargos recibidos en su condición de entidad instrumental, en los casos que así
se requiera que permitan asegurar en todo momento el pleno respeto a la normativa relativa a las
Ayudas  de  Estado,  así  como  garantizar  la  ausencia  de  doble  financiación.  Para  ello,  estos
procedimientos  estarán  alineados  con  el  artículo  7  y  los  Anexos  II.B.6  y  III.D  de  la  Orden
HFP/1030/2021, de 29 de septiembre.

9.1. AYUDAS DE ESTADO.

El  concepto  de  ayuda  de  Estado  viene  recogido  en  los  artículos  107-109  del  Tratado  de
Funcionamiento de la Unión Europea y en su normativa de desarrollo.

El  Considerando  8  del  Reglamento  MRR,  señala  que  «Las  inversiones  privadas  también
podrían  incentivarse  a  través  de  programas  de  inversión  pública,  en  particular,  instrumentos
financieros, subvenciones y otros instrumentos, siempre que se respeten las normas en materia
de ayudas estatales».
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La Generalitat Valenciana dispone de normativa propia reguladora del procedimiento de ayudas
de  estado:  el  Decreto  128/2017,  de  29  de  septiembre,  del  Consell,  por  el  que  se  regula  el
procedimiento  de  notificación  y  comunicación  a  la  Comisión  Europea  de  los  proyectos  de  la
Generalitat dirigidos a establecer, conceder o modificar ayudas públicas. En tal caso, y habida
cuenta la condición de medio instrumental de VAERSA, se estará a lo que le resulte de aplicación.

9.2. DOBLE FINANCIACIÓN.

El Reglamento Financiero establece expresamente en su artículo 188 la prohibición de la doble
financiación como principio general aplicable a las subvenciones, señalando en el artículo 191 que
«en ningún caso podrán ser financiados dos veces por el presupuesto los mismos gastos».

El  artículo  9 del  Reglamento MRR, dispone que las reformas y  los proyectos de inversión
podrán recibir ayuda de otros programas e instrumentos de la Unión, siempre que dicha ayuda no
cubra el mismo coste.

VAERSA utiliza  en  su  condición  de  medio  instrumental  de  VAERSA,  en  ejecución  de  las
actuaciones de los encargos que recibe, todos los sistemas de control  necesarios y bases de
datos habilitadas al efecto, para asegurar que los fondos se han gestionado de acuerdo con la
normativa mencionada que evite la doble financiación.

Dentro del control interno, se tendrán en cuenta las actuaciones de mayor riesgo que puede
llevar a cabo cualquier persona física o jurídica interviniente en la actuación. Como mecanismos
de verificación se establecen los siguientes:

- Cumplimentación por el contratista o, en su caso, subcontratistas, de una declaración en la que
manifiestan no incurrir en supuestos de doble financiación.

- Identificación de las fuentes de financiación en las memorias justificativas de gasto de cada
expediente.

- Verificar que las bases reguladoras adviertan sobre la prohibición de doble financiación, con
referencia a los artículos 191 del Reglamento Financiero y 9 del Reglamento MRR, trasladando al
beneficiario la obligación de información sobre cualesquiera otros fondos (no sólo europeos) que
hayan contribuido a la financiación de los mismos costes.

De la misma manera, se estará en estrecha colaboración con la Dirección General de Fondos
Europeos  de  la  Conselleria  de Hacienda y  Modelo  Económico,  a  los  efectos  de poner  a  su
disposición cuanta información sea necesaria para que pueda ejercer la competencia establecida
en  el  artículo  11.1  del  Decreto  171/2020,  de  30  de  octubre,  del  Consell,  de  aprobación  del
Reglamento orgánico y funcional de la Conselleria de Hacienda y Modelo Económico, en materia
de control y coordinación de financiación europea.
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10. SEGUIMIENTO, EVALUACIÓN , REVISIÓN Y ACTUALIZACIÓN.

El impulso para la ejecución del presente Plan corresponde a la Gerencia de VAERSA.

10.1. SEGUIMIENTO Y EVALUACIÓN.

El presente Plan será objeto de evaluación del grado de cumplimiento de forma periódica. El
seguimiento de la aplicación y supervisión correcta de cada una de las medidas contenidas en el
Plan que conforman el ciclo antifraude, se realizará anualmente por la Unidad de Coordinación y
Seguimiento, quien elaborará a tal fin, un informe de evaluación de la aplicación del Plan en el que
se identifiquen las medidas puestas en marcha, su eficacia y las necesidades de actualización.

Este informe será elevado al Comité Antifraude para su análisis con el objetivo de velar por la
aplicación de las medidas antifraude con las que VAERSA se ha comprometido y para proponer
las medidas necesarias y la actualización en su caso, del Plan.

La aprobación de la evaluación realizada corresponderá en su caso a la Dirección General de
VAERSA.

10.2. REVISIÓN Y ACTUALIZACIÓN.

El presente Plan de Medidas Antifraude se configura como una herramienta flexible y sujeta a
revisión,  que deberá ir  actualizándose y  completándose a medidas que se vaya poniendo en
práctica por VAERSA. No obstante lo anterior, el PMA se revisará anualmente durante el primer
trimestre del ejercicio.

No obstante lo anterior, en todo caso, se considerará necesaria la revisión y actualización del
Plan, en los siguiente supuestos:

a) Cambio en la estructura funcional, orgánica o en las personas titulares de la entidad.

b) Tras una auditoria interna o externa en que se hubieran detectado irregularidades, fraudes
o necesidades de mejora en los procedimientos.

c)  Se  dicten  o  actualicen  instrucciones,  normativa  o  guias  para  la  elaboración  de  estos  
planes de medidas antifraude.

d) Se dicten directrices o protocolos por el SNCA.
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ANEXO I. Autoevaluación Anexo II.A. Orden HFP/1030/2021.
(en documento aparte)

Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia – Financiado por la Unión Europea- Next GenerationEU

54



ANEXO II. 1.-Matriz de Riesgos SNCA y 2.- Banderas Rojas
(en documento aparte)
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ANEXO III.  Declaración de compromiso en relación con la ejecución de actuaciones del
Plan de recuperación, transformación y resiliencia (PRTR)

(A suscribir por contratistas y beneficiarios)

Expediente:
Contrato:

Don/Doña  ……………………………………………….,  con  DNI  ……………..,  como  titular  del
órgano/  Consejero  Delegado/Gerente/  de  la  entidad
……………………………………………………………..,  con  NIF  ………….,  y  domicilio  fiscal  en
……………………………………………………..………………………………………….
…………………………………...
………………………………………………………………………………………………  y  que  participa
como contratista//subcontratista, en el desarrollo de actuaciones necesarias para la consecución
de los objetivos definidos en el Componente XX «………………………», manifiesta el compromiso
de  la  persona/entidad  que  representa  con  los  estándares  más  exigentes  en  relación  con  el
cumplimiento de las normas jurídicas, éticas y morales, adoptando las medidas necesarias para
prevenir y detectar el fraude, la corrupción y los conflictos de interés profesional, comunicando en
su caso a las autoridades que proceda los incumplimientos observados.

Adicionalmente, atendiendo al contenido del PRTR, se compromete a respetar los principios de
economía circular y evitar impactos negativos significativos en el medio ambiente («DNSH» por
sus siglas en inglés «do no significant harm») en la ejecución de las actuaciones llevadas a cabo
en el marco de dicho Plan, y manifiesta que no incurre en doble financiación y que, en su caso, no
le consta riesgo de incompatibilidad con el régimen de ayudas de Estado.

(Fecha, firma y nombre completo del representante legal)
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ANEXO IV.  Declaración de ausencia de conflicto de intereses (DACI)

Expediente:
Contrato/subvención:

Al  objeto de garantizar  la imparcialidad en el procedimiento de contratación/subvención arriba
referenciada,  el abajo firmante,  como participante  en el  proceso de preparación,  tramitación y
adjudicación del expediente, en calidad de ………………………  (órgano de contratación; miembro
del órgano de contratación colegiado; miembro del órgano colegiado de asistencia que participa
en  la  fase  de  valoración  de  ofertas,  propuesta  de  adjudicación,  adjudicación  del  contrato;
responsable del contrato; redactor de los pliegos de cláusulas administrativas, de prescripciones
técnicas, documentos de licitación; etc.), declara:

Primero. Estar informado de lo siguiente:

1.  Que  el  artículo  61.3  «Conflicto  de  intereses»,  del  Reglamento  (UE,  Euratom)  2018/1046
(Reglamento financiero de la UE) establece que «existirá conflicto de intereses cuando el ejercicio
imparcial y objetivo de las funciones se vea comprometido por razones familiares, afectivas, de
afinidad política o nacional,  de interés económico o por cualquier motivo directo o indirecto de
interés personal.»

2. Que el artículo 64 «Lucha contra la corrupción y prevención de los conflictos de intereses» de la
Ley 9/2017, de 8 de noviembre,  de Contratos del  Sector Público,  por  la que se trasponen al
ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y
2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, define el conflicto de interés como «cualquier situación en
la que el personal al servicio del órgano de contratación, que además participe en el desarrollo del
procedimiento  de  licitación  o  pueda  influir  en  el  resultado  del  mismo,  tenga  directa  o
indirectamente un interés financiero, económico o personal que pudiera parecer que compromete
su imparcialidad e independencia en el contexto del procedimiento de licitación».

3. Que el artículo 23 «Abstención», de la Ley 40/2015, de 1 octubre, de Régimen Jurídico del
Sector  Público,  establece  que  deberán  abstenerse  de  intervenir  en  el  procedimiento  «las
autoridades y el personal al servicio de las Administraciones en quienes se den algunas de las
circunstancias señaladas en el apartado siguiente», siendo éstas:

a) Tener interés personal en el asunto de que se trate o en otro en cuya resolución pudiera  
influir  la  de  aquél;  ser  administrador  de  sociedad  o  entidad  interesada,  o  tener  cuestión  
litigiosa pendiente con algún interesado.

b)  Tener  un  vínculo  matrimonial  o  situación  de  hecho  asimilable  y  el  parentesco  de  
consanguinidad dentro del cuarto grado o de afinidad dentro del segundo, con cualquiera de

los interesados, con los administradores de entidades o sociedades interesadas y también  con
los asesores, representantes legales o mandatarios que intervengan en el procedimiento,  así
como compartir despacho profesional o estar asociado con éstos para el  asesoramiento,  la
representación o el mandato.
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c) Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas mencionadas en
el apartado anterior.

d) Haber intervenido como perito o como testigo en el procedimiento de que se trate.

e)  Tener  relación de servicio con persona natural  o jurídica interesada directamente en el  
asunto, o haberle prestado en los dos últimos años servicios profesionales de cualquier tipo  y

en cualquier circunstancia o lugar.

4. Que el apartado 3 de la Disposición Adicional centésima décima segunda de la Ley 31/2022, de
23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 2023, establece que «El análisis
sistemático y automatizado del riesgo de conflicto de interés resulta de aplicación a los empleados
públicos y resto de personal al servicio de entidades decisoras, ejecutoras e instrumentales que
participen,  de  forma  individual  o  mediante  su  pertenencia  a  órganos  colegiados,  en  los
procedimientos descritos de adjudicación de contratos o de concesión de subvenciones».

5. Que el apartado 4 de la citada disposición adicional centésima décima segunda establece que:

«A través  de  la  herramienta informática se  analizarán las  posibles relaciones familiares  o  
vinculaciones societarias, directas o indirectas, en las que se pueda dar un interés personal  o

económico susceptible de provocar un conflicto de interés, entre las personas a las que se refiere
el apartado anterior y los participantes en cada procedimiento».

«Para la identificación de las relaciones o vinculaciones la herramienta contendrá, entre otros,
los datos de titularidad real de las personas jurídicas a las que se refiere el artículo 22.2.d).iii)  del
Reglamento (UE) 241/2021, de 12 febrero, obrantes en las bases de datos de  la  Agencia  Estatal
de Administración Tributaria y los obtenidos a través de los convenios suscritos  con  los  Colegios
de Notarios y Registradores».

Segundo. Que, en el momento de la firma de esta declaración y a la luz de la información obrante
en su poder,  no se encuentra/n incurso/s en ninguna situación que pueda calificarse de conflicto
de interés, en los términos previstos en el apartado cuarto de la disposición adicional centésima
décimo segunda, que pueda afectar al procedimiento de licitación/concesión.

Tercero. Que se compromete a poner en conocimiento del órgano de contratación/comisión de
evaluación, sin dilación, cualquier situación de conflicto de intereses o causa de abstención que dé
o pudiera dar lugar a dicho escenario.

Cuarto. Declara  conocer  que  una  declaración  de  ausencia  de  conflicto  de  intereses  que  se
demuestre que sea falsa, acarreará las consecuencias disciplinarias, administrativas y/o judiciales
que establezca la normativa de aplicación.

(Fecha y firma, nombre completo y DNI)
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ANEXO V.  Confirmación de la ausencia de conflicto de intereses (CACI)

Expediente:
Contrato:

Al objeto de garantizar la imparcialidad en el procedimiento de contratación/subvención arriba
referenciada,  el abajo firmante,  como participante  en el  proceso de preparación,  tramitación y
adjudicación del expediente, en calidad de ………………………  (órgano de contratación; miembro
del órgano de contratación colegiado; miembro del órgano colegiado de asistencia que participa
en  la  fase  de  valoración  de  ofertas,  propuesta  de  adjudicación,  adjudicación  del  contrato;
responsable del contrato; redactor de los pliegos de cláusulas administrativas, de prescripciones
técnicas, documentos de licitación; etc.), declara:

Una vez realizado el  análisis de riesgo de existencia de conflicto de interés a través de la
herramienta informática MINERVA, en los términos establecidos en la Orden HFP 55/2023, de 24
de enero, relativa al análisis sistemático del riesgo de conflicto de interés en los procedimientos
que ejecutan el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, dictada en aplicación de la
disposición  adicional  centésima décima  segunda de  la  Ley  31/2022,  de  23  de  diciembre,  de
Presupuestos generales del Estado para el año 2023, y habiendo sido detectada una bandera roja
consistente en (indicar descripción de la bandera roja, con la relación de solicitantes respecto de
los cuales se ha detectado la misma), me reitero en que no existe ninguna situación que pueda
suponer un conflicto de interés que comprometa mi actuación objetiva en el procedimiento.

(Fecha y firma, nombre completo y DNI)
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ANEXO VI  Declaración de compromiso sobre conflicto de intereses (DCCI)
(A suscribir por contratistas y beneficiarios)

Expediente:
Contrato/Subvención:

Al  objeto  de  garantizar  la  imparcialidad  en  el  procedimiento  de  contratación/concesión  de
subvención  arriba  referenciado,  el/los  abajo  firmante/s,  como
contratista/subcontratista/beneficiario, declara/n:

Primero. Estar informado/s de lo siguiente:

1. Que el artículo 61.3 «Conflicto de intereses», del Reglamento (UE, Euratom) 2018/1046  
(Reglamento financiero de la UE)  establece que «existirá  conflicto de intereses cuando el  
ejercicio imparcial y objetivo de las funciones se vea comprometido por razones familiares,  
afectivas, de afinidad política o nacional, de interés económico o por cualquier motivo directo o

indirecto de interés personal».

2. Que el artículo 64 «Lucha contra la corrupción y prevención de los conflictos de intereses»
de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, tiene el fin  de  evitar
cualquier distorsión de la competencia y garantizar la transparencia en el procedimiento  y
asegurar la igualdad de trato a todos los candidatos y licitadores.

3. Que el apartado 3 de la Disposición Adicional centésima décima segunda de la Ley 31/2022,
de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 2023, establece que  «El
análisis sistemático y automatizado del riesgo de conflicto de interés resulta de aplicación  a  los
empleados públicos y resto de personal al servicio de entidades decisoras, ejecutoras  e
instrumentales que participen, de forma individual o mediante su pertenencia a  órganos
colegiados, en los procedimientos descritos de adjudicación de contratos o de concesión  de
subvenciones».

4. Que el apartado 4 de la citada disposición adicional centésima décima segunda establece
que:

-  «A través  de  la  herramienta  informática  se  analizarán  las  posibles  relaciones  familiares  o
vinculaciones societarias, directas o indirectas, en las que se pueda dar un interés personal o
económico susceptible de provocar un conflicto de interés, entre las personas a las que se refiere
el apartado anterior y los participantes en cada procedimiento».

- «Para la identificación de las relaciones o vinculaciones la herramienta contendrá, entre
otros, los datos de titularidad real de las personas jurídicas a las que se refiere  el  artículo
22.2.d).iii) del Reglamento (UE) 241/2021, de 12 febrero, obrantes en las bases de datos de la
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Agencia Estatal de Administración Tributaria y los obtenidos  a  través  de  los  convenios
suscritos con los Colegios de Notarios y Registradores».

Segundo. Que se compromete/n  a poner en conocimiento del  órgano de contratación/órgano
concedente, sin dilación, cualquier situación de conflicto de intereses o causa de abstención que
dé o pudiera dar lugar a dicho escenario.

(Fecha, firma y nombre completo del representante legal)
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ANEXO VII  Modelo de declaración de conflicto de intereses (DCI)

D. ……………………………………………………, empleado de VAERSA con NIF ………………...
que desempeña su puesto de trabajo en ………………………………………………...

En relación con el expediente con nº/ref. ………. relativo al contrato/encargo (se indicará el que
proceda)  de  ……………………………………………………………………  (objeto  del  negocio
jurídico) en el cual intervengo, confirmo, de acuerdo con mi leal saber y entender, lo siguiente:

Considerando  las  características  de  las  funciones  y  responsabilidades  que  desempeño en
relación con el citado expediente, y una vez realizada la autoevaluación para detectar la posible
existencia de conflicto de intereses de conformidad con lo establecido en el  Plan de Medidas
Antifraude de VAERSA, considero que incurro en alguna de las situaciones que se describen en el
citado apartado, por lo que procedería mi abstención provisional en los trámites relativos a dicho
expediente.

A continuación, se describe la situación concreta en la que me encuentro:
(Deberán incluirse, al menos, los siguientes aspectos):

• Se identificará en cuál de las situaciones recogidas en el Plan de Medidas Antifraude se
incurre,

• Se detallará  las  circunstancias  concretas  del  caso en  cuestión que  menoscabarían  el
ejercicio imparcial y objetivo de sus funciones,

• Se identificará todos los actores implicados, así como sus cargos y responsabilidades,

• Su opinión personal sobre si debe ser apartado de forma definitiva de la tramitación del
expediente o, si por el  contrario, se podría implementar algún tipo de salvaguarda que
reduzca el riesgo de incurrir en un conflicto de intereses.)

Lo  que  comunico  al  ………………………………………..  (superior  jerárquico),  a  los  efectos
oportunos.

(Fecha y firma, nombre completo y D.N.I.)
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ANEXO VIII  Modelo de declaración de cesión y tratamiento de datos en relación con la
ejecución de actuaciones del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia (PRTR)

(A suscribir por contratistas y beneficiarios)

Don/Doña …………………….……………………………………………, con DNI ……………, como
representante legal de la entidad ……………………………………………………………….., con NIF
……………,  y  domicilio  fiscal  en  …………………………………………………..
……………………………………………………………………….,  en  calidad  de
………………………….. (solicitante/beneficiario de ayudas financiadas con recursos provenientes
del PRTR, contratista o subcontratista) que participa en el desarrollo de actuaciones necesarias
para  la  consecución  de  los  objetivos  definidos  en el  Componente Cxx.Ix,  declara  conocer  la
normativa  que  es  de  aplicación,  en  particular  las  siguientes  apartados  del  artículo  22,  del
Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de febrero de 2021, por
el que se establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia:

1. La letra d) del apartado 2: «recabar, a efectos de auditoría y control del uso de fondos en
relación con medidas destinadas a la ejecución de reformas y proyectos de inversión en el marco
del plan de recuperación y resiliencia, en un formato electrónico que permita realizar búsquedas y
en una base de datos única, las categorías armonizadas de datos siguientes:

i. El nombre del perceptor final de los fondos;

ii. El nombre del contratista y del subcontratista, cuando el perceptor final de los fondos sea
un poder adjudicador de conformidad con el Derecho de la Unión o nacional  en  materia  de
contratación pública;

iii. Los nombres, apellidos y fechas de nacimiento de los titulares reales del perceptor  de  los
fondos o del contratista, según se define en el artículo 3, punto 6, de la Directiva (UE) 2015/849
del Parlamento Europeo y del Consejo (26);

iv. Una lista de medidas para la ejecución de reformas y proyectos de inversión en el marco
del plan de recuperación y resiliencia,  junto con el  importe total  de la financiación pública de
dichas medidas y que indique la cuantía de los fondos desembolsados en el marco del Mecanismo
y de otros fondos de la Unión».

2. Apartado 3: «Los datos personales mencionados en el  apartado 2,  letra d), del presente
artículo solo serán tratados por los Estados miembros y por la ón a los efectos y duración de la
correspondiente auditoría de la aprobación de la gestión presupuestaria y de los procedimientos
de control  relacionados con la  utilización  de los  fondos relacionados con la  aplicación de los
acuerdos  a  que se refieren  los  artículos  15,  apartado  2,  y  23,  apartado  1.  En el  marco del
procedimiento de aprobación de la gestión de la Comisión, de conformidad con el artículo 319 del
TFUE, el Mecanismo estará sujeto a la presentación de informes en el marco de la información
financiera y de rendición de cuentas integrada a que se refiere el artículo 247 del Reglamento
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Financiero y, en particular, por separado, en el informe anual de gestión y rendimiento».

3. Conforme al marco jurídico expuesto, manifiesta acceder a la cesión y tratamiento de los
datos con los fines expresamente relacionados en los artículos citados.

(Fecha, firma y nombre completo del representante legal)
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